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 1. Instituciones








	ANEM
	Agencia de Noticias del Estado Mexicano



	ANSIPMASH
	Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos



	APF
	Administración Pública Federal



	ARTF
	Agencia Reguladora del Transporte Ferroviario



	ASF
	Auditoría Superior de la Federación



	BANXICO
	Banco de México



	BANOBRAS
	Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos



	BNEFAA
	Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada



	BB
	Banco del Bienestar



	BOE
	Boletín Oficial Español



	BNCE
	Banco Nacional de Comercio Exterior



	CCC
	Corte Constitucional de Colombia



	CDMX
	Ciudad de México



	CFAOSC
	Comisión de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil



	CFCRL
	Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral



	CFDP
	Consejo Federal de Desarrollo Policial



	CGEUM
	Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos



	CGINE
	Consejo General del INE



	CGPF
	Comisionado General de la Policía Federal



	CIDH
	Corte Interamericana de Derechos Humanos



	CNA
	Comisión Nacional del Agua



	CNBV
	Comisión Nacional Bancaria y de Valores



	CNDH
	Comisión Nacional de los Derechos Humanos



	CNH
	Comisión Nacional de Hidrocarburos



	CNMCE
	Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación



	CNMR
	Comisión Nacional de Mejora Regulatoria



	CNPD
	Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación



	CNSF
	Comisión Nacional de Seguros y Fianzas



	CNSIA
	Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia



	CNSNS
	Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias



	CQDINE
	Comisión de Quejas y Denuncias del INE



	COFECE
	Comisión Federal de Competencia Económica



	COFEPRIS
	Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios



	CONAHCYT
	Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías



	CONADE
	Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte



	CONDUSEF
	Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros



	CONSAR
	Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro



	CONUEE
	Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía



	CRE
	Comisión Reguladora de Energía



	CTFMPED
	Comité Técnico del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo



	DOF
	Diario Oficial de la Federación



	DSR
	División de Seguridad Regional



	EPS
	Empresas Productivas Subsidiarias



	EUA
	Estados Unidos de América



	FMP
	Fondo Mexicano del Petróleo



	IFAI
	Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos



	IFNCT
	Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores



	IFNVT
	Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores



	IFT
	Instituto Federal de Telecomunicaciones



	IMPI
	Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial



	IMSS
	Instituto Mexicano del Seguro Social



	INAH
	Instituto Nacional de Antropología e Historia



	INAPAM
	Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores



	INBA
	Instituto Nacional de Bellas Artes



	INE
	Instituto Nacional Electoral



	INES
	Instituto Nacional de Economía Social



	INEGI
	Instituto Nacional de Estadística y Geografía



	INDA
	Instituto Nacional del Derecho de Autor



	INM
	Instituto Nacional de Migración



	INTAIPDP
	Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales



	IPAB
	Instituto para la Protección al Ahorro Bancario



	ISSSTE
	Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado



	JD
	Juzgado de Distrito



	MPYME
	Micro, pequeña y mediana empresa



	NOM
	Normas Oficiales Mexicanas



	OIC
	Órgano Interno de Control



	ORCME
	Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética



	PEF
	Presupuesto de Egresos de la Federación



	PGJCDMX
	Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México



	PF
	Policía Federal



	PJF
	Poder Judicial de la Federación



	PM
	Petróleos Mexicanos



	PRODECON
	Procuraduría de la Defensa del Contribuyente



	PROFECO
	Procuraduría Federal del Consumidor



	PROFEPA
	Procuraduría Federal de Protección al Ambiente



	SAGARPA
	Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.



	SAT
	Servicio de Administración Tributaria



	SCJN
	Suprema Corte de Justicia de la Nación



	SCT
	Secretaría de Comunicaciones y Transportes



	SE
	Secretaría de Economía



	SECGINE
	Secretaría Ejecutiva del Consejo General de INE



	SEGOB
	Secretaría de Gobernación



	SENER
	Secretaría de Energía



	SEP
	Secretaría de Educación



	SFP
	Secretaría de la Función Pública



	SHCP
	Secretaría de Hacienda y Crédito Público



	SHF
	Sociedad Hipotecaria Federal S.N.C.



	SEMAR
	Secretaría de Marina



	SEMARNAT
	Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales



	SESNSP
	Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública



	RND
	Registro Nacional de Detenciones



	SNDIF
	Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia



	SNICS
	Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semillas



	SRE
	Secretaría de Relaciones Exteriores



	SSA
	Secretaría de Salud



	SSPF
	Secretaría de Seguridad Pública Federal



	SSTEPJF
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación



	ST
	Secretaría de Turismo



	TCA
	Tribunal Colegiado de Apelación



	TCC
	Tribunal Colegiado de Circuito



	TCE
	Tribunal Constitucional Español



	TCP
	Tribunal Constitucional de Perú



	TEPJF
	Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación



	TESOFE
	Tesorería de la Federación



	TFJA
	Tribunal Federal de Justicia Administrativa



	TJA
	Tribunal de Justicia Administrativa



	URPM
	Unidad de Responsabilidades de Petróleos Mexicanos





2. Normatividad








	CC
	Código de Comercio



	CCF
	Código Civil Federal



	CCORCME
	Código de Conducta de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética



	CE
	Constitución de España



	CFF
	Código Fiscal de la Federación



	CFPC
	Código Federal de Procedimientos Civiles



	CFPP
	Código Federal de Procedimientos Penales



	CNPCF
	Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares



	CNPP
	Código Nacional de Procedimientos Penales



	CPDF
	Código Penal para el Distrito Federal



	CPEUM
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 



	CPF
	Código Penal Federal



	CPRC
	Constitución Política de la República de Colombia



	LAASSP
	Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público



	LAAT
	Ley de Ayuda Alimentaria para los Trabajadores



	LAC
	Ley de Aviación Civil



	LACP
	Ley de Ahorro y Crédito Popular



	LAD
	Ley Aduanera



	LAN
	Ley de Aguas Nacionales



	LANEM
	Ley que crea la Agencia de Noticias del Estado Mexicano



	LANSIPMASEH
	Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos



	LAP
	Ley de Aeropuertos



	LAPP
	Ley de Asociaciones Público Privadas



	LARCP
	Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público



	LAS
	Ley de Asistencia Social



	LBOGM
	Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados



	LCE
	Ley de Comercio Exterior



	LCEC
	Ley de Cámaras Empresariales y sus Confederaciones



	LCF
	Ley de Coordinación Fiscal



	LCP
	Ley para la Transparencia, Prevención y Combate de Prácticas Indebidas en materia de Contratación de Publicidad



	LCPAF
	Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal



	LCNDH
	Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos



	LDCMPYME
	Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa



	LDFEFM
	Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios



	LDIC
	Ley de Infraestructura de la Calidad



	LDPAM
	Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores



	LEBHN
	Ley del Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales



	LEC
	Ley de Energía para el Campo



	LEG
	Ley de Energía Geotérmica 



	LEPCDMX
	Ley Reglamentaria del Artículo 5 Constitucional, relativo al ejercicio de las Profesiones en la Ciudad de México



	LESS
	Ley de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo octavo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la Economía



	LEVCT
	Ley sobre la elaboración y venta de café



	LFAAR
	Ley de Fondos de Aseguramiento Agropecuario y Rural



	LFAFE
	Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos



	LFC
	Ley Federal de Cinematografía



	LFCC
	Ley de Fomento a la Confianza Ciudadana



	LFCE
	Ley Federal de Competencia Económica



	LFCP
	Ley Federal de Correduría Pública



	LFCPQ
	Ley Federal de control de precursores químicos, productos químicos esenciales y máquinas para elaborar cápsulas, tabletas y/o comprimidos



	LFD
	Ley Federal de Derechos



	LFDA
	Ley Federal del Derecho de Autor



	LFEA
	Ley de Firma Electrónica Avanzada



	LFEP
	Ley Federal de las Entidades Paraestatales



	LFFAROSC
	Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil



	LFI
	Ley de Fondos de Inversión



	LFJS
	Ley Federal de Juegos y Sorteos



	LFM
	Ley Federal del Mar



	LFMN
	Ley Federal Sobre Metrología y Normalización



	LFMPED
	Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo



	LFMZAAH
	Ley Federal Sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos



	LFORPI
	Ley Federal de Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita



	LFPA
	Ley Federal de Procedimiento Administrativo



	LFPC
	Ley Federal de Protección al Consumidor



	LFPCCS
	Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas



	LFPDPPP
	Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares



	LFPED
	Ley Federal de Prevenir y Eliminar la Discriminación



	LFPPI
	Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial



	LFPRH
	Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria



	LFRASP
	Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos



	LFRCF
	Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación



	LFRM
	Ley Federal de Revocación de Mandato



	LFRPE
	Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial de los Servidores Públicos



	LFRSP
	Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos



	LFREMSP
	Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos



	LFSA
	Ley Federal de Sanidad Animal



	LFSV
	Ley Federal de Sanidad Vegetal



	LFSP
	Ley Federal de Seguridad Privada



	LFVRSE
	Ley en Favor de los Veteranos de la Revolución como Servidores del Estado



	LFVV
	Ley Federal de Variedades Vegetales



	LFT
	Ley Federal del Trabajo



	LFTR
	Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión



	LFTAIP
	Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública



	LFZEE
	Ley Federal de Zonas Económicas Especiales



	LGA
	Ley General de Archivos



	LGAHOTDU
	Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano



	LGAMVLV
	Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia



	LGAPPA
	Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición del Espectro Autista



	LGB
	Ley General de Bibliotecas



	LGBN
	Ley General de Bienes Nacionales



	LGCC
	Ley General de Cambio Climático 



	LGCDC
	Ley General de Cultura y Derechos Culturales



	LGCFD
	Ley General de Cultura Física y Deporte



	LGCG
	Ley General de Contabilidad Gubernamental



	LGCS
	Ley General de Comunicación Social



	LGCT
	Ley General de Control del Tabaco



	LGDFS
	Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable



	LGDFP
	Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas



	LGDOCIA
	Ley General para la Detección Oportuna del Cáncer en la Infancia y la Adolescencia



	LGDNNA
	Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes



	LGDS
	Ley General de Desarrollo Social



	LGE
	Ley General de Educación 



	LGEEPA
	Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente



	LGES
	Ley General de Educación Superior 



	LGIMH
	Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres



	LGIPD
	Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad



	LGIPE
	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales



	LGISMS
	Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros



	LGMHCTI
	Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación



	LGMR
	Ley General de Mejora Regulatoria



	LGOAAC
	Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito



	LGP
	Ley General de Población 



	LGPAS
	Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables



	LGPC
	Ley General de Protección Civil



	LGPGIR
	Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos



	LGPP
	Ley General de Partidos Políticos



	LGPSACDII
	Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil



	LGPSVD
	Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia



	LGRA
	Ley General de Responsabilidades Administrativas



	LGT
	Ley General de Turismo



	LGTAIP
	Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública



	LGV
	Ley General de Víctimas



	LGVS
	Ley General de Vida Silvestre



	LGS
	Ley General de Salud



	LGSMIME
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral



	LGSNSP
	Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública



	LH
	Ley de Hidrocarburos



	LIC
	Ley de Instituciones de Crédito



	LIE
	Ley de Inversión Extranjera



	LIEL
	Ley de la Industria Eléctrica



	LIFNCT
	Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores



	LIFNVT
	Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores



	LIISPCEN
	Ley para Impulsar el Incremento Sostenido de la Productividad y la Competitividad de la Economía Nacional



	LISF
	Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas



	LISH
	Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos



	LISR
	Ley del Impuesto sobre la Renta



	LISSSTE
	Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado



	LIVA
	Ley del Impuesto al Valor Agregado



	LM
	Ley de Migración



	LMCE
	Ley Reglamentaria del Art. 3 de la CPEUM, en Materia de Mejora Continua de la Educación



	LMIN
	Ley Minera



	LMN
	Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en materia nuclear



	LMON
	Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos



	LMV
	Ley del Mercado de Valores



	LN
	Ley de Nacionalidad



	LNCM
	Ley de Navegación y Comercio Marítimos



	LNEP
	Ley Nacional de Ejecución Penal



	LNRD
	Ley Nacional del Registro de Detenciones



	LNUF
	Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza



	LOAM
	Ley Orgánica de la Armada de México



	LOAPF
	Ley Orgánica de la Administración Pública Federal



	LOBB
	Ley Orgánica del Banco del Bienestar



	LOBANOBRAS
	Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos



	LOBNCE
	Ley Orgánica del Banco Nacional de Comercio Exterior



	LOBNEFAA
	Ley Orgánica del Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada



	LOCFCRL
	Ley Orgánica del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral



	LOFND
	Ley Orgánica de la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero



	LOG
	Ley de Organizaciones Ganaderas



	LOGCEUM
	Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos



	LOINAH
	Ley Orgánica del Instituto Nacional de Antropología e Historia



	LOPGJDF
	Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal (hoy Ciudad de México)



	LOPJF
	Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación



	LOPRODECON
	Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente



	LOPSRM
	Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas



	LORCME
	Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética



	LOSHF
	Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal



	LOTA
	Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios



	LOTFJA
	Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa



	LP
	Ley de Puertos



	LPAB
	Ley de Protección al Ahorro Bancario



	LPCINECDI
	Ley de Protección al Comercio y la Inversión de Normas Extranjeras que Contravengan el Derecho Internacional



	LPDB
	Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos



	LPDUSF
	Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros



	LPF
	Ley de la Policía Federal



	LPM
	Ley de Petróleos Mexicanos



	LPO
	Ley de Productos Orgánicos



	LPPDDHP
	Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas



	LRAF
	Ley para Regular las Agrupaciones Financiera



	LRASCAP
	Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo



	LRITF
	Ley para Regular las Instituciones de Tecnología Financiera



	LRPCAP
	Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político



	LRPV
	Ley del Registro Público Vehicular



	LRSF
	Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario



	LRSIC
	Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia



	LSAR
	Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro



	LSEM
	Ley del Servicio Exterior Mexicano



	LSNIEG
	Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica



	LSP
	Ley de Sistemas de Pagos



	LSPCAPF
	Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal



	LSS
	Ley del Seguro Social



	LTE
	Ley de Transición Energética



	LTF
	Ley de Tesorería de la Federación



	LTFCCG
	Ley de Transparencia y de Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado



	LTOSF
	Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros



	LUC
	Ley de Uniones de Crédito



	LUECR
	Ley para el Uso y Protección de la Denominación y del Emblema de la Cruz Roja



	LV
	Ley de Vivienda



	LVGC
	Ley de Vías Generales de Comunicación



	LVZMM
	Ley de Vertimientos en las Zonas Marinas Mexicanas



	RCD
	Reglamento de la Cámara de Diputados



	RCS
	Reglamento de la Cámara de Senadores



	RIASF
	Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación



	RIMLISSSTE
	Reglamento para la Imposición de Multas por Incumplimiento de las Obligaciones que la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y sus Reglamentos establecen a cargo de los Patrones



	RISADR
	Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural.



	RITA
	Reglamento Interior del Tribunal Superior Agrario



	RIPAB
	Reglamento del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario en Materia de Requerimientos de Información, Visitas de Inspección e Imposición de Sanciones



	RLAD
	Reglamento de la Ley Aduanera



	RLAN
	Reglamento de la Ley de Aguas Nacionales



	RLAPP
	Reglamento de la Ley de Asociaciones Público Privadas



	RLAASSP
	Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público



	RLCEC
	Reglamento de la Ley de Cámaras Empresariales y sus Confederaciones



	RLDCMPYME
	Reglamento de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa



	RLDIC
	Reglamento de la Ley de Infraestructura de la Calidad



	RLEC
	Reglamento de la Ley de Energía para el Campo



	RLEG
	Reglamento de la Ley de Energía Geotérmica



	RLEPCDMX
	Reglamento de la Ley Reglamentaria del Artículo 5 Constitucional, relativo al ejercicio de las Profesiones en la Ciudad de México 



	RLFA
	Reglamento de la Ley Federal de Archivos



	RLFC
	Reglamento de la Ley Federal de Cinematografía



	RLFCP
	Reglamento de la Ley Federal de Correduría Pública



	RLFDA
	Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor



	RLFEP
	Reglamento de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales



	RLFFAROSC
	Reglamento de la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil



	RLFJS
	Reglamento de la Ley Federal de Juegos y Sorteos



	RLFMZAAH
	Reglamento de la Ley Federal de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos



	RLFORPI
	Reglamento de la Ley Federal de Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita



	RLFPC
	Reglamento de la Ley Federal de Protección al Consumidor



	RLFPCCS
	Reglamento de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas



	RLFPRH
	Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria



	RLFSA
	Reglamento de la Ley Federal de Sanidad Animal



	RLFSP
	Reglamento de la Ley Federal de Seguridad Privada



	RLFSV
	Reglamento de la Ley Federal de Sanidad Vegetal



	RLFVV
	Reglamento de la Ley Federal de Variedades Vegetales



	RLFZEE
	Reglamento de la Ley Federal de Zonas Económicas Especiales



	RLGAPPA
	Reglamento de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición del Espectro Autista



	RLGCDC
	Reglamento de la Ley General de Cultura y Derechos Culturales



	RLGCFD
	Reglamento de la Ley General de Cultura Física y Deporte



	RLGCT
	Reglamento de la Ley General de Control del Tabaco



	RLGDFS
	Reglamento de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable



	RLGDNNA
	Reglamento de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes



	RLGDS
	Reglamento de la Ley General de Desarrollo Social



	RLGIPD
	Reglamento de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad



	RLGPGIR
	Reglamento de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos



	RLGPSACDII
	Reglamento de la Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil



	RLGT
	Reglamento de la Ley General de Turismo



	RLGV
	Reglamento de la Ley General de Víctimas



	RLGVS
	Reglamento de la Ley General de Vida Silvestre



	RLH
	Reglamento de la Ley de Hidrocarburos



	RLPPDPPP
	Reglamento de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares



	RLSNIEG
	Reglamento de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica



	RLM
	Reglamento de la Ley de Migración



	RLMIN
	Reglamento de la Ley Minera



	RLN
	Reglamento de la Ley de Nacionalidad



	RLNCM
	Reglamento de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos



	RLOINAH
	Reglamento de la Ley Orgánica del Instituto Nacional de Antropología e Historia



	RLOPSRM
	Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas



	RLP
	Reglamento de la Ley de Puertos



	RLPF
	Reglamento de la Ley de la Policía Federal



	RLPDB
	Reglamento de la Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos



	RLPI
	Reglamento de la Ley de la Propiedad Industrial



	RLPM
	Reglamento de la Ley de Petróleos Mexicanos



	RLPO
	Reglamento de la Ley de Productos Orgánicos



	RLRPV
	Reglamento de la Ley del Registro Público Vehicular



	RLTF
	Reglamento de la Ley de Tesorería de la Federación



	RLSEM
	Reglamento de la Ley del Servicio Exterior Mexicano



	RLSPCAPF
	Reglamento de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal



	RLUECR
	Reglamento de la Ley para el Uso y Protección de la Denominación y del Emblema de la Cruz Roja



	RSCONDUSEF
	Reglamento de Supervisión de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros.



	RSF
	Reglamento del Servicio Ferroviario
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Prólogo


 Fue grato saber que la Dra. Griselda Anguiano preparaba su segunda obra en materia del Derecho Administrativo Sancionador, —la primera se denomina: «El principio non bis in idem en el Procedimiento Administrativo Sancionador en México»—, más grato aun, cuando me solicitó prologarla. La autora se ha convertido en un referente en la materia de Derecho Administrativo Sancionador Mexicano.

La obra que se prologa es un gran ejercicio de investigación, recopilación y síntesis, en un tema de frontera que, aporta al estudioso del Derecho Administrativo Sancionador, una clara visión de su estado en México.

Esta obra constituye un importante tratado sobre esta materia, es un análisis formal, profundo, completo y de carácter científico. La monografía que presenta la Dra. Anguiano es un excelente y muy acabado estudio sobre el Derecho Administrativo Sancionador en México, con especial referencia al procedimiento sancionador.

Destaca el estudio profundo e inédito realizado a la normatividad de la Administración Pública Federal, el que permite conocer el problema normativo en la materia y proponer una solución, crear un Código Nacional que regule el procedimiento administrativo sancionador para todas las materias no especializadas del Derecho Administrativo.

La obra que se presenta parte de lo general a lo particular; se compone de cinco capítulos, el primer capítulo contiene los temas del poder público, la potestad sancionadora del Estado, sus antecedentes y su régimen normativo; los principios generales que regulan estos procedimientos, entre otros. El desarrollo de este capítulo aporta al estado del arte un estudio filosófico y práctico del ius puniendi.

Para conocer qué es el Derecho Administrativo Sancionador, su estado actual y los principios que lo rigen, el segundo capítulo es de gran importancia, se trata del origen y evolución del Derecho Administrativo Sancionador, su concepto, finalidad, ramas en las que se divide, elementos estructurales y su configuración sustantiva, entre otros temas.

Un gran aporte es el estudio realizado en el capítulo tercero, se analizan más de doscientas normas administrativas y se hace una clasificación de los diferentes tipos de procedimientos administrativos sancionadores que existen en México.

En el cuarto capítulo se estudian diversos sistemas jurídicos de algunos países iberoamericanos y europeos; países como Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, España, Alemania, entro otros.

Y la parte central se trata en el quinto capítulo al hablarse de la necesidad de un Código Nacional del Procedimiento Administrativo Sancionador y sus implicaciones de no contar con una normatividad unificada.

Partiendo del criterio metodológico, el contenido de la obra fue desarrollado mediante la sistematización de diversas fuentes del Derecho, como la ley, la jurisprudencia, la doctrina nacional y de Derecho Comparado, así como, los tratados internacionales en la materia, dichas fuentes permiten exponer y compilar los argumentos y teorías jurídicas actuales relativos al procedimiento administrativo sancionador. Tal metodología evidencia la seriedad y rigor académico de la propuesta de investigación jurídica que presenta la autora.

La propuesta de creación de un código nacional no tiene precedentes en la legislación nacional. Fundada en la otra vertiente del Derecho Sancionador General, la materia penal y su CNPP, la propuesta busca integrar en una sola legislación toda la regulación que existe en la materia, lo que pondría orden a la multiplicidad de procedimientos que existen y cumpliría con una de las grandes finalidades de la ley, otorgar certeza jurídica.

No obstante, a manera de contexto conviene introducir al lector al régimen jurídico de las sanciones administrativas, cuyo sistema se basa en el otorgamiento de facultades al poder público con el fin de llevar a cabo las distintas funciones y satisfacer las necesidades colectivas.

La facultad sancionadora de la Administración se encuentra en los arts. 21, 73, fr. XXI, inciso b) y 89, fr. I de la Constitución General y es regulada en las leyes secundarias, lo que implica un régimen jurídico especial, materias o sectores, órganos facultados y procedimientos específicos para llevar a cabo esta función.

Entre lo más destacado de los elementos estructurales del Derecho Administrativo Sancionador Mexicano, se encuentra la sanción administrativa tiene una naturaleza jurídica administrativa, dado que las conductas infractoras se encuentran en leyes administrativas y tienen varios fines: preventivos, represivos, correctivos, disciplinarios o de castigo; equivale a un castigo impuesto por la Administración, como consecuencia de una conducta ilícita determinada por la ley.

Tiene por objeto la privación de un bien o de un derecho, la imposición de una obligación, el pago de una multa, un arresto, una clausura o una amonestación, entre otras.

Las sanciones administrativas en México buscan dos objetos: la prevención y el restablecimiento del orden jurídico, a través de un procedimiento sancionador tramitado ante la autoridad administrativa.

Son impuestas por el poder público, es conferida por el Estado legalmente a determinados órganos para su ejercicio y, de igual manera, se encuentra sujeta al imperio de la ley, a fin de que no constituya un ejercicio desbordado o arbitrario que vulnere la esfera jurídica de los gobernados. Son impuestas por los tres niveles de gobierno: por una autoridad federal, local o municipal, dependiendo de la materia de la infracción.

Dicha facultad sancionadora no es exclusiva de la Administración, porque en las otras funciones existen autoridades que formalmente son Judiciales o Legislativas, pero que materialmente emiten actos de carácter administrativo.

Las sanciones son tipificadas a manera de amonestación, apercibimiento, multa, arresto, la revocación o cancelación de actos administrativos, decomiso o confiscación de bienes, la clausura, demolición; en el ámbito disciplinario se encuentra la suspensión, destitución e inhabilitación temporal o permanente de un servidor público.

Su desarrollo dogmático se ha expuesto conforme a la relación del Derecho Administrativo con el Derecho Penal dada su integración al Derecho punitivo del Estado, misma que se justifica desde tres aspectos: primero, por los valores que se protegen, pues la autoridad para resguardar los bienes de mayor envergadura requiere de sanciones justas y trascendentes para la protección y prevención de posibles lesiones.

La potestad sancionadora del Estado, en cualquiera de sus dos vertientes, requiere de un control constitucional y legal para su ejercicio, de otra manera su poder represivo quedaría al arbitrio de sus ejecutores, por lo que es necesario que se encuentre bajo ciertos parámetros de regularidad que comprendan su moderación, tales como: reglas, principios y garantías procedimentales que garanticen al gobernado sus derechos subjetivos frente a la autoridad.

Se sujeta a diversos principios sustantivos, que corresponde a la 1) legalidad; 2) tipicidad; 3) reserva de ley; 4) irretroactividad; 5) culpabilidad; 6) proporcionalidad; y 7) non bis in idem.

Cuyas prerrogativas se encuentran reconocidas en los arts. 14, 16, 19, 21, 22 y 23 de la Constitución Federal. Se catalogan como derechos de seguridad y certeza jurídica, ya que tienen la función de regular y limitar el ejercicio de la facultad punitiva del Estado y garantizar la protección de los derechos y libertades de los administrados.

Mismos que son aplicables al procedimiento sancionador, dado que se traducen en la garantía constitucional del debido proceso, que debe ser satisfecha por la autoridad previo a la imposición de sanciones.

Esta garantía emana del principio de audiencia, y se divide en dos grupos: las formalidades esenciales del procedimiento; y las garantías del presunto responsable en el procedimiento, destacando los principios de prescripción, inquisitivo o de oficiosidad, informalismo, oportunidad, presunción de inocencia, «in dubio pro-reo», defensa técnica adecuada, igualdad ante la ley, a un proceso sin dilaciones indebidas, entre otros.

Los límites que el Derecho impone al Estado para ejercer el ius puniendi deben estar sujetos al estricto Derecho, ser proporcionales en cuanto al ilícito y la sanción y conforme a la responsabilidad del sujeto, a fin de evitar una pena excesiva o inusitada, o bien, una doble sanción por el mismo ilícito.

Esta sujeción al Estado de Derecho implica la obligación de respeto por la Administración, a efecto de que el ius puniendi del Estado se ejerza a través del debido proceso y sus formalidades, lo que comprende una serie de actos procesales que garanticen a las partes que el proceso será dirigido conforme a las reglas establecidas previamente y en igualdad de circunstancias.

No obstante, también conlleva el reconocimiento de derechos y garantías del presunto responsable en el procedimiento; que se presentan como el conjunto de prerrogativas para contender frente a la autoridad y demostrar con los medios idóneos que su acción es válida y desvirtuar la imputación de la autoridad.

El procedimiento administrativo de sanción está sometido a un control de regularidad, dígase, la Ley Suprema, las leyes sectoriales, los reglamentos, así como, de otros cuerpos normativos aplicables al caso concreto, debido a que representa el ejercicio de la función del Estado para sancionar los ilícitos.

Este régimen administrativo sancionador norma la actuación de la autoridad en ejercicio de sus facultades frente a los particulares, evitando un exceso u omisión en el desarrollo de sus funciones.

El control de legalidad del ius puniendi estatal se activa en vía administrativa o jurisdiccional mediante los medios que las normas de regularidad establezcan para tal efecto. Este control implica la revisión del fondo y la forma del acto que se impugna trascendiendo a sus aspectos formales, jurídicos y competenciales.

Los efectos del control de regularidad de los actos que la administración emite en ejercicio de su facultad sancionadora son tales, que puede ordenarse su revocación, nulidad, anulabilidad, extinción, confirmación, u ordenar nuevamente su emisión bajo determinados aspectos y sea ejecutable.

Lo anterior, con el fin de salvaguardar el contenido normativo que regula el ius puniendi estatal, ya que las normas adjetivas y sustantivas implican la sujeción a determinados estándares legales, con el fin de hacer posibles las garantías constitucionales del debido proceso y de defensa adecuada, ambas exigibles ante la autoridad por el acto de molestia que inician en contra del particular.

Por esto último, se considera que el procedimiento de sanción debería estar regulado por una ley especial, como es el caso de otras materias, dígase la materia penal, ya que la trascendencia de imponer sanciones a los particulares implica una serie de reglas especiales que normen el procedimiento y sus etapas.

La propuesta de la elaboración de una ley específica para el procedimiento sancionador se presenta con la finalidad de construir un régimen jurídico propio y aplicable para esta rama del Derecho Administrativo, conforme a los principios, garantías y derechos establecidos en la Constitución Federal.

Dicho lo anterior, no queda más que señalar al lector que la presente obra es: i) un referente novedoso en materia de procedimiento administrativo sancionador; ii) una interesante aportación a la ciencia del Derecho; iii) una importante contribución al desarrollo de las bases doctrinales del Derecho Administrativo Sancionador Mexicano; iv) figurar como desarrolladora, en conjunto con el precursor, de esa materia en México; v) su integración como fuente en la dogmática jurídica, y vi) constituirse como referencia obligada en los siguientes trabajos de investigación en esa materia.

Tengo el gusto de conocer desde hace varios años atrás a la Dra. Anguiano, es una profesora y jurista que mejor dominan y exponen el Derecho Administrativo Sancionador, su experiencia profesional y de investigación se demuestran en la obra que se presenta.

Felicitó a la Dra. Griselda Anguiano Espinosa por su magnífico trabajo, una monografía que merece ver la luz con tan prestigiosa editorial y ser estudiada y analizada por todo especialista en el Derecho Administrativo. La autora cumplió con su misión de compartir su conocimiento a la ciencia del Derecho, aportar a la dogmática jurídica y orientar la práctica jurídica en nuestro país.
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 Para el cumplimiento de los fines del Estado es necesaria la ejecución de las funciones encomendadas por la Constitución General a los poderes públicos, mediante diversas actividades de interés público con el fin de satisfacer las necesidades colectivas.

El poder público se divide en tres funciones: legislativa, judicial y la ejecutiva o administrativa, cada una cuenta con facultades sustantivas de distinta naturaleza conforme a su ámbito de competencia y orden de gobierno; cumplen con una actividad pública específica.

La función legislativa se encarga de la configuración normativa; la función judicial administra e imparte justicia, y la función ejecutiva o administrativa promulga, ejecuta y vigila el cumplimiento de la ley, cuyo desacato es sancionado mediante la sanción respectiva en ejercicio del ius puniendi del Estado.

El ius puniendi del Estado es el objeto del Derecho Sancionador, cuya finalidad es el cumplimiento de la ley, la protección del bien jurídico y el orden social; se somete a la Constitución General y la ley secundaria para garantizar el debido proceso, la seguridad jurídica, el derecho de audiencia y la defensa adecuada; el legislador ha procurado su regulación en las constituciones modernas para evitar su ejercicio arbitrario.

Se articula en dos vertientes la potestad punitiva del tribunal y la facultad sancionadora de la administración, se regulan en el art. 21, tercer y cuarto párrafos de la CPEUM; cada manifestación cuenta con diferencias técnicas de carácter formal que determinan el ilícito, la sanción, la autoridad competente, el bien tutelado, y el procedimiento sancionador aplicable.

El ejercicio de la facultad sancionatoria de la administración se regula por un régimen jurídico articulado por la CPEUM, la ley de la materia, especialidad o sector administrativo de que se trate, entre otros documentos de distinto carácter y jerarquía normativa.

Se lleva por diversos órganos de la administración del Estado, los órganos constitucionales autónomos, los órganos legislativos, los órganos jurisdiccionales —en uso de sus facultades administrativas no materialmente jurisdiccionales—, en general, aquellas autoridades competentes facultadas por la ley aplicable para imponer la sanción en su ámbito de competencia.

La doctrina especializada en materia sancionatoria conceptualiza la facultad sancionadora de la administración de diferentes maneras; la autora la define como la potestad de la autoridad competente para sancionar la comisión de la infracción administrativa.

La ciencia del Derecho se divide en dos grandes ramas: a) el Derecho Privado, encargado de regular la relación jurídica entre particulares, y b) el Derecho Público, el cual regula la relación jurídica entre el Estado y los particulares, se integra de diversas materias, entre otras, el Derecho Administrativo, el cual estudia el ejercicio de la función pública y su relación con los particulares.

La esencia y contenido del Derecho es regular una potestad (1) ; el Derecho Administrativo Sancionador es una rama del Derecho Administrativo, encargada del estudio de la facultad sancionadora de la administración, la infracción, la sanción administrativa, el procedimiento sancionador, los derechos y garantías del sujeto y las facultades y competencia de la administración.

El procedimiento sancionador es de naturaleza punitiva, tiene dos variantes: el procedimiento penal y el procedimiento administrativo sancionador, a cuya tramitación son aplicables los principios, reglas, derechos y garantías previstos en la Constitución General.

La sanción es un acto administrativo que tiende a afectar la esfera jurídica de la persona; a cuya imposición precede la garantía del debido proceso; en el Derecho Administrativo Sancionador Mexicano, la autoridad competente impone la sanción respectiva mediante el procedimiento administrativo sancionador.

Las prerrogativas del debido procedimiento y la seguridad jurídica otorgan al sujeto la oportunidad de la audiencia previa y la defensa adecuada, e impone a la autoridad el cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento, entre otros.

En México, el procedimiento administrativo sancionador es el conjunto de actos jurídicos de carácter procedimental por el cual, comprobada la infracción, la autoridad administrativa competente sanciona al sujeto, se somete a diversos principios, reglas, derechos y garantías de carácter subjetivo, procesal y procedimental establecidos en la CPEUM y la ley aplicable.

Del análisis a la regulación vigente del procedimiento administrativo sancionador en México, se identificó una múltiple e inconsistente regulación de dicho procedimiento.

Los arts. 70 a 80 de la LFPA regulan el procedimiento administrativo sancionador general o común, es aplicable a la materia, especialidad o sector de orden administrativo que no cuente con un procedimiento de esa naturaleza de acuerdo con la ley sustantiva aplicable.

Del amplio número de leyes sustantivas de orden administrativo se identificó: i) un conjunto de leyes que regulan su propio procedimiento administrativo sancionador; ii) un conjunto de leyes que regulan diversos procedimientos administrativos sancionadores —entre general y especial—; iii) un conjunto de leyes que establecen un tipo de procedimiento administrativo sancionador especial al cual le son aplicables las reglas del procedimiento administrativo sancionador general; iv) un conjunto de leyes que regulan el procedimiento administrativo sancionador de carácter disciplinario, y v) un conjunto de leyes, que previendo infracciones y sanciones en esas materias, no establecen la regulación aplicable o supletoria para iniciar el procedimiento administrativo sancionador respectivo.

Del análisis anterior, se identificaron seis tipos de procedimientos administrativos sancionadores, como son: i) el general o común; ii) el especial; iii) el disciplinario; iv) el mixto o híbrido; v) los múltiples procedimientos, y vi) el indeterminado.

Dicha tipología visibiliza: i) la múltiple regulación vigente del procedimiento administrativo sancionador; ii) la necesidad de unificar dicha normatividad, y iii) la importancia de crear un Código Nacional de Procedimientos Administrativos Sancionadores; cuyo ordenamiento no tiene precedentes en México.

Para analizar dicho procedimiento en el ámbito internacional, se realizó un estudio de Derecho Comparado para analizar la legislación aplicable al procedimiento administrativo sancionador en los sistemas jurídicos extranjeros.

El cual se extendió a diversos países iberoamericanos (2)  y europeos (3) , por la constante similitud con el caso mexicano, misma que concluyó al identificar un modelo distinto al ya conocido.

Del estudio al Derecho Extranjero se identificó que, en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, España, Honduras, Panamá, Perú, Uruguay y Venezuela el procedimiento administrativo sancionador se regula en la ley de procedimiento administrativo general, en tanto que, las leyes especiales regulan su propio procedimiento sancionador, lo cual se asemeja al caso mexicano.

Por las características especiales de la tradición y el tipo de sistema jurídico de Derecho Común de los modelos francés, italiano e inglés, sus regímenes administrativos sancionadores difieren a los países iberoamericanos —incluido México—, español y alemán con tradición jurídica continental, tales diferencias radican en el tipo de regulación de la facultad sancionatoria de la administración y su procedimiento, por lo que, no cuentan con un ordenamiento jurídico con las particularidades requeridas.

A diferencia de los casos anteriores, se identificó que Alemania cuenta con la Ley de Infracciones Administrativas, cuyo ordenamiento regula el procedimiento administrativo sancionador con base en el Código de Procedimiento Penal alemán; es aplicable a la comisión de infracciones administrativas previstas en las leyes sustantivas de orden federal y estatal.

Conforme a lo anterior, para plantear la propuesta de solución a la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador en México, conviene analizar la práctica jurídica en las otras vertientes del Derecho Sancionador, como la materia penal, por su naturaleza jurídica y similitud con el procedimiento administrativo sancionador.

Del estudio del diseño y configuración del CNPP, se observó que dicho ordenamiento es resultado de la unificación normativa en materia de procedimiento penal; su elaboración implicó la derogación de los códigos de procedimientos penales de orden federal y estatal, y estableció un único procedimiento penal de aplicación nacional para sancionar los delitos previstos en el CPF, los códigos penales locales y los delitos regulados en las leyes especiales de orden federal y/o estatal, todos, competencia de los tribunales (4) .

No obstante, lo anterior, de la revisión a la regulación adjetiva en otras materias como el Derecho Civil (5) , el Derecho Mercantil (6)  y/o el Derecho Laboral (7) , dichas ramas cuentan con una normatividad única de carácter procedimental especial y específica para esas materias, las cuales establecen los actos y actuaciones de las partes en el procedimiento, las cuestiones procesales y procedimentales respectivas, coincidiendo con la materia penal.

Con base en lo anterior, conviene proponer la reforma legislativa correspondiente para crear un ordenamiento jurídico especial aplicable al procedimiento administrativo sancionador, con ello unificar la múltiple regulación vigente de dicho procedimiento en México.

En ese sentido, y con base en los procesos legislativos del CNPP y CNPCF, la propuesta de solución a la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador en México es unificar la diversa regulación vigente aplicable a dicho procedimiento y proponer la creación del Código Nacional de Procedimientos Administrativos Sancionadores, abrogar la numerosa regulación del citado procedimiento en las leyes sustantivas administrativas vigentes y establecer su observancia en dichos ordenamientos.

Con ello, se dota: i) al procedimiento administrativo sancionador de una regulación única y especial; ii) a la autoridad, de principios y reglas para su actuación, y iii) al gobernado y los terceros de derechos y garantías aplicables al citado procedimiento.

La unificación de la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador garantiza el ejercicio de los derechos al debido proceso, la audiencia, la defensa adecuada y la seguridad jurídica, entre otros.

Asimismo, se garantiza la eficacia y efectividad de la facultad sancionatoria de la administración mediante el ejercicio de los principios de legalidad, confianza legítima, configuración normativa y progresividad de las leyes, todos relacionados con la facultad legislativa, en su vertiente de creación, modificación, derogación, abrogación y unificación del Sistema Jurídico Mexicano.

Conforme a lo expuesto, la solución al problema de investigación debe proponerse mediante la vía legislativa para efecto de unificar la múltiple legislación del procedimiento administrativo sancionador en México.

El presente trabajo de investigación consta de cinco capítulos y la bibliografía. Los primeros cuatro exponen el aspecto dogmático, teórico y legal de la potestad sancionadora del Estado, el Derecho Administrativo Sancionador, la regulación del procedimiento administrativo sancionador en México y en el Derecho Comparado; el capítulo quinto relativo al análisis de la propuesta de reforma administrativa, y el último apartado referente a la sistematización de las fuentes consultadas.

El capítulo primero expone lo relativo al concepto, antecedentes, origen, evolución, justificación, finalidad, ejercicio e integración del ius puniendi del Estado, la potestad punitiva del tribunal y la facultad sancionadora de la administración.

El segundo capítulo contiene lo referente al estudio e integración del Derecho Administrativo Sancionador como: el concepto, la finalidad, las ramas, el origen, la configuración sustantiva, los elementos estructurales, el bien jurídico, el interés tutelado, la competencia sancionadora, la autoridad, el procedimiento, la infracción y la sanción administrativas, los principios, reglas, derechos y garantías aplicables, entre otros.

El capítulo tercero presenta un estudio del procedimiento administrativo sancionador en la legislación mexicana, estableciendo su concepto, su relación con la garantía del debido procedimiento, la competencia sancionatoria de la autoridad, su fundamento constitucional y el marco jurídico vigente por materia, especialidad y sector administrativo.

Asimismo, contiene un amplio análisis de las diversas leyes administrativas vigentes que regulan un procedimiento administrativo sancionador, del cual se identificaron los diversos tipos de procedimientos administrativos sancionadores en México, sus características, autoridades competentes y regulación aplicable conforme a la materia, especialidad o sector administrativo de que se trate.

El capítulo cuarto contiene un análisis del procedimiento administrativo sancionador en el Derecho Comparado, el cual expone la regulación del ius puniendi del Estado, la facultad sancionadora de la administración y su procedimiento en diversos países iberoamericanos (8)  y europeos (9) ; mismo que se extendió y concluyó con la identificación de un modelo diferente a los modelos mexicano, español y los iberoamericanos.

Asimismo, contiene el análisis de la regulación del procedimiento administrativo sancionador en el Derecho extranjero; tal apartado enlista las diferencias y semejanzas de la regulación del procedimiento administrativo sancionador en los países iberoamericanos y europeos.

Lo relevante de dicho capítulo es que introduce a la solución de la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador y a la propuesta de reforma legislativa para tal efecto.

Para la integración del capítulo cuarto relativo al estudio del Derecho Comparado, se llevó a cabo la consulta de diversas fuentes de información bibliográfica y hemerográfica, la Constitución General, las leyes, los precedentes judiciales y numerosas resoluciones de carácter judicial y administrativo emitidas en cada sistema jurídico extranjero consultado.

La información fue sistematizada con base en la tradición jurídica, la doctrina y la práctica del Derecho Sancionador en los países analizados; por lo que, las referencias bibliográficas del capítulo cuarto corresponden al Derecho Interno y las fuentes de información de carácter nacional de tales países.

El nivel de comparación permitió elaborar el apartado conclusivo, proponer la propuesta de reforma con base en la unificación de la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador vigente.

El capítulo quinto contiene un extenso análisis que equivale a la sustancia de la presente obra; contiene una serie de reflexiones derivadas del análisis a la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador en México, lo cual visibiliza un problema normativo que conviene resolver desde la vía legislativa.

Dicho capítulo contiene una serie de reflexiones relacionadas con la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador, los tipos de procedimientos administrativos sancionadores en la legislación mexicana; la identificación y solución del problema normativo; las consecuencias del estado actual de la regulación vigente; la justificación de la propuesta de solución a través de la reforma legislativa; los problemas colaterales; los efectos de la múltiple regulación; la materia penal como base de la propuesta de solución; la génesis del Código Nacional de Procedimientos Administrativos Sancionadores; los efectos de la múltiple regulación sobre los sujetos de la relación jurídica; la imputación del problema normativo al legislador; las consecuencias (10)  de ese tipo de regulación; la unificación de la múltiple regulación; entre otros.

Lo anterior, con la finalidad de: i) favorecer el Derecho Administrativo Sancionador desde la perspectiva legislativa, y ii) solucionar un problema normativo, real, actual e inminente en la legislación mexicana vigente.

Finalmente, el último apartado contiene la bibliografía consultada debidamente integrada y sistematizada, cuyas fuentes sustentan la elaboración e integración de la presente obra.

En dicho capítulo se enlistan los documentos consultados como: libros, revistas y diccionarios jurídicos, constituciones generales, leyes secundarias u otros documentos jurídicos de distinto carácter, las sentencias y resoluciones judiciales, los sitios de internet, entre otros; el conjunto de dichas fuentes documentales respalda el presente trabajo.

En un ejercicio de investigación con rigor metodológico, el presente trabajo se encamina a denunciar la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador vigente en México y sus efectos en la práctica jurídica; proponer la solución correspondiente mediante la vía legislativa; resaltar la necesidad de impulsar la reforma a las diversas leyes administrativas y la armonización del Sistema Jurídico Mexicano, con ello, favorecer la protección de los diversos principios, reglas, derechos y garantías del sujeto, la autoridad y los terceros interesados en el procedimiento administrativo sancionador.

El presente trabajo se cimenta en la recopilación, clasificación, documentación y análisis de la diversa información directa relacionada con el objeto de estudio —el procedimiento administrativo sancionador— a fin de conocer, comprender y explicar su situación actual y sus efectos en la práctica jurídica en México y en diversos sistemas jurídicos extranjeros.

Dicha investigación fue diseñada para analizar la regulación del procedimiento administrativo sancionador en México y en otros sistemas jurídicos, comprender su estado actual, y proponer el proceso de reforma legislativo para unificar la regulación nacional vigente en esa materia.

Para su desarrollo se utilizaron diversas técnicas de investigación documental relacionadas con la recolección, selección, descarte, estudio, análisis, procesamiento, integración, sistematización y presentación de datos e información de carácter histórico, teórico, legislativo y práctico.

Para lo anterior se llevó a cabo la consulta, estudio y análisis de diversas fuentes de información jurídica de Derecho nacional y extranjero como: libros, diccionarios y revistas jurídicas, la legislación, la jurisprudencia, los tratados internacionales en materia de derechos humanos aplicables a los procedimientos sancionadores, sitios de internet, entre otros, todos relacionados con el ius puniendi del Estado, el Derecho Administrativo Sancionador, la facultad sancionatoria de la administración y el procedimiento administrativo sancionador, principalmente.

A fin de que, mediante el análisis de dichos documentos, la doctrina y la ley, comprender el procedimiento en estudio, analizar su regulación en México y contrastarla con sus homologas de otros países, para comprender su diseño, configuración, finalidad y su situación actual, con ello, proponer un modelo de regulación unificado aplicable al citado procedimiento en México.

De crearse el Código Nacional de Procedimientos Administrativos Sancionadores y llevarse a cabo la reforma administrativa, se generaría un importante precedente en materia de regulación del procedimiento administrativo sancionador, lo cual requiere el auxilio multidisciplinario de diferentes autoridades e instituciones para su elaboración, así como, la firme decisión del poder público para someter nuevamente el Sistema Jurídico Mexicano a un amplio proceso de reformabilidad, similar al realizado en la implementación de la reforma penal de 2008.

En México, se ha patentado la técnica legislativa de la unificación de la múltiple legislación de una materia, como se hizo en: i) materia penal con el CNPP que abrogó el CFPP y los códigos de procedimientos penales de orden local, y ii) en materia civil y familiar con el CNPCF, publicado en el DOF el siete de junio de 2023, cuyo ordenamiento abrogó el CFPC y la legislación procesal civil y familiar de las entidades federativas.

La unificación de la ley es un proceso legislativo encaminado a integrar la diversa regulación de una misma materia en un solo ordenamiento jurídico, a fin de evitar la múltiple regulación aplicable; lo anterior se hizo con el procedimiento penal y el procedimiento civil.

Conforme al CNPP y el CNPCF, la propuesta de creación de una legislación que unifique la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador podría concebirse como un Código Nacional de Procedimientos Administrativos Sancionadores.

Su creación, diseño, configuración y publicación se encaminaría a unificar la múltiple regulación vigente aplicable al procedimiento administrativo sancionador, lo cual, seguramente ocurrirá en el mediano y largo plazo.

Los procesos de unificación normativa de la regulación del procedimiento penal y el procedimiento civil abrogaron los códigos de procedimientos penal y civil de orden federal y local; lo cual implicó la abrogación de al menos sesenta y seis ordenamientos jurídicos del Sistema Jurídico Mexicano; lo mismo se propone llevar a cabo en materia administrativa con la múltiple regulación del procedimiento administrativo sancionador.

Lo anterior, mediante la aplicación efectiva de los principios de legalidad, confianza legítima, configuración normativa y progresividad de las leyes, todos en su vertiente de reformabilidad, creación, derogación, abrogación y unificación de las leyes, cuyas máximas fungen como base angular del Derecho Sancionador Mexicano.

De esa forma, se estima que la unicidad de la múltiple regulación vigente en materia del procedimiento administrativo sancionador en la legislación mexicana es la solución concreta al problema normativo del inconsistente Derecho Administrativo Sancionador en México.
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Capítulo I La potestad sancionadora del Estado


 1.  El poder público

El poder público se divide en tres funciones: legislativa, judicial y ejecutiva o administrativa; cuentan con facultades y atribuciones establecidas en la ley, desarrollan una actividad pública en específico (1) .

La función legislativa se deposita en un Congreso General, integrado por dos Cámaras: Diputados y Senadores, cuyos órganos son encargados de la elaboración de las leyes (2) .

La función jurisdiccional se encarga de la administración e impartición de justicia, se deposita en el Poder Judicial, integrado por diversos órganos de carácter formal y materialmente jurisdiccional (3) .

La función ejecutiva o administrativa se deposita en el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, quien promulga, sanciona y ejecuta las leyes que emanan del órgano legislativo (4) .

2.  La facultad sancionadora de los órganos públicos

Entre otras funciones, las autoridades judicial y administrativa se encargan de imponer las sanciones respectivas en el ámbito de su competencia (5) ; en el Derecho Sancionador (6) , dicha facultad se traduce en la potestad sancionadora o el ius puniendi (7) , por cuya función el Estado impone la sanción correspondiente al sujeto por la comisión del ilícito.

El art. 21, tercer y cuarto párrafos de la CPEUM faculta a la autoridad judicial para imponer la pena privativa de la libertad por la comisión del delito y, a la administración, para imponer la sanción por la infracción administrativa.

En ambos casos, la finalidad es garantizar el cumplimiento de la ley, evitar la impunidad, mantener el orden y el bien común en la sociedad.

3.  Concepto de potestad sancionadora del Estado

El ius puniendi o la potestad sancionadora del Estado es el derecho del Estado para sancionar al sujeto por la comisión del ilícito (8) .

La doctrina y la práctica jurídica definen el ius puniendi a partir de sus vertientes, su finalidad, como facultad y/o atributo del Estado, por sus elementos, entre otros.

3.1.  Por sus vertientes

El Diccionario de la Lengua Española define el ius puniendi como la «potestad del Estado para castigar mediante dos sistemas represivos existentes en el Derecho: i) el Derecho Penal operado por los jueces y tribunales en materia penal y ii) el Derecho Administrativo Sancionador operado por el órgano administrativo competente» (9) .

El PJF señala que el ius puniendi superior (10)  es la capacidad genérica del Estado para sancionar al sujeto que infrinja el orden jurídico, se manifiesta en dos especies: i) la potestad punitiva del tribunal (11) , y ii) la facultad sancionadora (12)  de la administración (13) ; ambas con diferente naturaleza jurídica, finalidad y objeto conforme a su ámbito de aplicación.

Velázquez Tolsá señala que el ius puniendi del Estado es la facultad para imponer las medidas correctivas necesarias por la comisión de la conducta ilícita que contravenga la ley y el orden social (14) .

3.2.  Por su finalidad

Nieto García define el ius puniendi como el poder soberano del Estado para castigar al particular por la comisión del ilícito —delito o infracción— tiene como fin restablecer el Derecho, castigar al responsable y evitar que recurra a la desobediencia nuevamente; el Estado, quien ostenta la potestad de ordenar, mandar y prohibir, de igual forma, ostenta la autoridad para sancionar, de lo contrario, la otras resultarían inoperantes (15) .

3.3.  Como facultad y/o atributo del Estado

Binding explica que el ius puniendi es un derecho a exigir obediencia jurídica al sujeto por la infracción a la ley (16) .

Ossa Arbeláez define la potestad sancionadora del Estado como «... una atribución propia de la administración que se traduce en la posibilidad jurídica de la imposición de sanciones a los particulares y aun a los funcionarios que infringen sus disposiciones, o a sus servidores que, en el ejercicio de sus funciones, transgreden sus mandatos o desconocen sus prohibiciones» (17) .

López Betancourt define el ius puniendi como «… el derecho o facultad del Estado para castigar», dicha actividad pública es potestativa del Estado, cuyo ente es el único sujeto con facultades para investigar y determinar sobre la existencia del ilícito y la aplicación de la pena (18) .

Oreliana Wiarco señala que el ius puniendi es «… el derecho del Estado para imponer una pena al transgresor de las conductas previstas como delito» (19) .

Manzini señala que el ius puniendi es un atributo de la soberanía del Estado (20) .

3.4.  Por sus elementos

El ius puniendi del Estado tiene un aspecto formal y un aspecto material. El primero, señala que su ejercicio corresponde al Estado conforme a la ley, es un atributo de su soberanía; el segundo, señala que se conforma de dos elementos: i) el principio de justicia (21) , y ii) el principio de utilidad (22) .

3.5.  Definición del autor

Del análisis a tales definiciones, se identifican diversas características esenciales que definen la potestad sancionadora del Estado, entre otros, que es única y genérica, cuenta con dos vertientes independientes y autónomas —penal y administrativo—; cada una protege el bien tutelado con sus propias técnicas procedimentales, se regulan por la Constitución General y la ley, su finalidad es sancionar el ilícito.

Por sus características, naturaleza jurídica, contenido, alcance y efectos, la potestad sancionadora del Estado debe entenderse desde un sentido material y formal, conforme a lo siguiente:

En sentido material, el ius puniendi es la facultad del Estado para imponer la sanción por la comisión del ilícito conforme a la ley aplicable.

En sentido formal, el ius puniendi es una función del Estado, regulada por un conjunto de normas jurídicas que establece la competencia sancionatoria, la autoridad, el procedimiento, el ilícito, la sanción, el bien jurídico tutelado, los principios, derechos y garantías aplicables, entre otros.

4.  Finalidad

La finalidad del ius puniendi del Estado es sancionar al sujeto por el ilícito conforme al procedimiento aplicable, tiende a restaurar el orden jurídico, proteger el bien jurídico, resocializar al responsable, procurar el bien común, prevenir la impunidad y la reincidencia, garantizando el debido proceso y la seguridad jurídica.

Por tratarse de un acto privativo, la sanción afecta la esfera jurídica del sujeto, es proporcional al daño producido al bien tutelado, tiene diversas características (23) , gravedad y tipos conforme a su naturaleza jurídica e individualización de la sanción (24) .

Se sujeta a los principios de proporcionalidad, legalidad, taxatividad, plenitud hermenéutica, reserva de ley y non bis in idem (25) , entre otros (26) , cuyos efectos transitan como límites al ejercicio del ius puniendi del Estado.

La última ratio del ius puniendi del Estado es proteger el bien jurídico tutelado, garantizar el cumplimiento de la ley mediante la sanción respectiva; por su naturaleza represiva, la sanción es la consecuencia jurídica de la comisión del ilícito, la vulneración del orden jurídico y la afectación a la esfera jurídica de los terceros.

4.1.  Fundamento filosófico

El fundamento filosófico del ius puniendi es castigar al responsable por la comisión del ilícito para garantizar el cumplimiento de la ley por cualquier medio coactivo.

De no ser así, la infracción a la ley no tendría una connotación negativa, al ser aceptable, el ilícito sería una acción positiva y la sanción no tendría una finalidad represiva.

La potestad sancionadora del Estado es una manifestación de la soberanía del Estado y del ejercicio de la facultad legislativa en materia de ilícitos y sanciones; el legislador ha procurado mantener su vigencia en las constituciones modernas, la ley, y eventualmente en la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo (27) , derivado de la importancia de cumplir con el orden jurídico y mantener el bien común.

Es un medio de control social institucional, incentiva el buen comportamiento del sujeto dentro de la colectividad y garantiza el cumplimiento de la ley.

Se regula por la Constitución General, la ley, los tratados internacionales, lo que equivale a un conjunto de normas jurídicas, principios, derechos y garantías aplicables a la imposición de la sanción; su reconocimiento en el Derecho Positivo Mexicano garantiza el debido proceso y la seguridad jurídica.

5.  Origen y evolución del ius puniendi del Estado

Previo al establecimiento del Derecho Sancionador, la imposición de la pena fue precedida por la carencia de supuestos tipificados en la ley, imputaciones con base en presunciones subjetivas y la carga de la prueba para el sujeto, se consideraba un Derecho regresivo, primario y arcaico (28) , carecía de cualquier garantía relacionada con el debido proceso y la seguridad jurídica.

5.1.  Edad antigua

En Babilonia, en el periodo del Rey Hammurabi, existió un cuerpo de leyes impreso en un bloque de diorita que consagró la Ley del Talión, que establecía una acción igual como resultado de la comisión previa de la misma acción; conocida como ojo por ojo, diente por diente (29) .

Más adelante, surgió la etapa de la venganza privada, en la que correspondía a la víctima o sus familiares el derecho de castigar al agresor en una comunidad determinada.

Posteriormente, tuvo lugar la etapa de la venganza divina, en la cual se castigaba al sujeto por la comisión del ilícito, lo cual era considerado como una ofensa a Dios; más adelante, surgió la venganza pública, cuya etapa distinguió entre los delitos privados y públicos, conforme al interés particular o general afectado, ambos eran juzgados por un tercero, es decir, un tribunal.

En dicha etapa, se prohibió que el sujeto o los familiares impusieran un castigo discrecional al infractor, a fin de evitar un escarmiento excesivo, la violencia y el resentimiento entre los miembros de la sociedad.

5.2.  Edad media

En la edad media, la ley penal y la sanción emanaban del poder público que residía en un soberano investido por mandato divino —el Rey y su Corte—, quien en su persona asumía de manera absoluta toda potestad, derecho y soberanía, de tal manera que en sí mismo, se representaba el poder punitivo del Estado.

A finales del siglo XVII, Thomas Hobbes cuestionó el poder absoluto del Rey y su Corte mediante la teoría del contrato social, la cual planteó una convención pactada por la colectividad a favor de un individuo —el Estado— para ceder de manera irrevocable un conjunto de derechos y facultades, cuyo ente otorgó competencia a la judicatura y sus órganos para sancionar el ilícito, con la finalidad de garantizar la convivencia social y la protección de las personas de otros individuos (30) .

5.3.  Edad moderna

A principios del siglo XVIII, la regulación del ius puniendi del Estado se originó con el establecimiento del Estado moderno (31)  y el principio de la división de poderes (32) , tiene su origen en el periodo de la Ilustración, se basó en el principio nullum crimen, nulla poena sine lege (33) , cuyo lema equivale al principio de legalidad, fundamenta el Derecho Sancionador y el ejercicio material del ius puniendi del Estado.

A mediados del siglo XVIII, John Locke retomó la teoría del contrato social, bajo un pacto bilateral entre el soberano y los súbditos con base en el principio de que «nadie debe dañar a otro, so pena de castigo» (34) , obligando al gobernado a cumplir con la ley y a la autoridad a garantizar los derechos de la persona.

Posteriormente, Jean-Jacques Rousseau propuso un pacto social, mediante un mandato concedido por los súbditos a un individuo —el Estado— para gobernar, ordenar, prohibir y sancionar (35) , y revocable en caso de incumplir con tal encargo.

5.4.  Edad contemporánea

En el Derecho contemporáneo, la potestad sancionadora abandonó las estructuras del antiguo régimen y evolucionó en una institución de carácter público, regulada por la Constitución General y la ley; quedando sujeta a diversos principios rectores para garantizar la seguridad jurídica y el debido proceso.

Al respecto, César Beccaria en el «Tratado de los delitos y de las penas» explicó que el derecho de castigar le asiste únicamente al soberano, por la necesidad de defender la seguridad de los sujetos; por el temor a la pena, los súbditos cumplen con la ley (36) .

Manuel de Lardizábal y Uribe, en el «Discurso sobre las penas», planteó la necesidad de regular la función sancionadora con base en el principio de que «no hay pena sin ley, no hay ley sin legislador; ni legislador sin superioridad», cuya superioridad reside en el Estado, a quien la generalidad cedió todo derecho, incluyendo la potestad de imponer penas a los súbditos por el delito (37) .

En el siglo XIX, Franz Von Liszt explicó la relación entre la ley, el delito y la sanción como un acto de política criminal; en cuyo vinculo, el Estado irrogó a su favor el derecho de punir las conductas gravemente lesivas (38) , por ello, los sistemas jurídicos actuales regulan el ius puniendi como una facultad esencial del Estado.

5.5.  En México

En los sistemas jurídicos contemporáneos, el origen y regulación del ius puniendi del Estado se concreta a su reconocimiento en las Constituciones modernas y el Derecho vigente, lo cual fundamenta el origen y desarrollo del poder punitivo del Estado en cualquier sistema jurídico.

En México, el ius puniendi del Estado se originó a partir de su regulación en la Constitución General (39) ; las Constituciones de México documentan su origen y regulación.

El Derecho Sancionador Mexicano deriva formalmente de la Constitución General y la ley, cuyos ordenamientos otorgan al Estado: i) el derecho de castigar al sujeto por la comisión del ilícito; ii) la facultad de establecer la regulación del Derecho Sancionador; iii) la obligación de proteger el bien común, el interés público, la seguridad jurídica, los bienes fundamentales de la persona, y iv) garantizar el cumplimiento de la ley.

6.  Antecedentes históricos del ius puniendi en México

La historia constitucional de México se integra por diversas leyes fundamentales, todas promulgadas como resultado de los movimientos políticos y sociales en nuestro país, y suscritas con base en el surgimiento de nuevas corrientes de pensamiento político y democrático vigentes en un determinado periodo.

La CPEUM de 1917 favoreció el surgimiento de un nuevo Estado Nación, es la base fundamental del actual Sistema Jurídico Mexicano; contiene un amplio conjunto de ideas políticas fundamentales, derechos humanos, bienes jurídicos, principios, garantías, el poder público, el procedimiento legislativo, medios de control constitucional, su reformabilidad, el ius puniendi del Estado, entre otros.

En México, la facultad sancionadora del Estado es una institución jurídica regulada en la CPEUM, por su importancia, el legislador ha procurado su vigencia en las Constituciones de México derivado de la naturaleza y efectos de la sanción a imponer por la comisión del ilícito.

6.1.  La Constitución Política de la Monarquía Española de 1812

La Constitución Política de la Monarquía Española (40)  fue promulgada en Cádiz, el 19 de marzo de 1812, reguló la organización de los poderes del Estado, los derechos, deberes y obligaciones de los ciudadanos con la finalidad de promover la gloria, la prosperidad, el bien de la nación, decretar el buen gobierno y la recta administración del Estado (41) .

La imposición de sanciones estaba a cargo de los tribunales y de aquellas autoridades de distinto carácter adscritos al soberano y su corte (42) .

La justicia era administrada en nombre del rey (43) ; la imposición de penas estaba a cargo de los tribunales del orden civil y penal (44) ; la ejecución de las leyes y la conservación del orden público en general residía en el rey (45)  por si o mediante los secretarios de despacho u órganos del consejo de Estado dependientes del soberano.

En los ayuntamientos, tal función se ejercía por la figura del alcalde, cuyo sujeto se encargaba de la protección y seguridad de las personas y sus bienes, y en general, el control público al interior de los pueblos mediante cuerpos policiales a su mando basado en los reglamentos generales de policía y sanidad del reino (46) .

6.2.  El Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana de 1814

El Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana (47)  fue sancionado el 22 de octubre de 1814, estableció la división de poderes, la soberanía, el nombramiento de funcionarios, los derechos y obligaciones de los ciudadanos, la estructura orgánica del Estado, entre otros (48) .

Su finalidad era liberar a México de la dominación extranjera, sustituir el despotismo de la monarquía española por un sistema de administración republicano y restituir a la nación mexicana su independencia, y a los ciudadanos el goce de sus derechos individuales y colectivos.

Conforme a dicho Decreto, la facultad de imponer penas de carácter civil o penal en primera instancia estaba a cargo de la función judicial, mediante dos fiscales letrados en esas materias (49) , en segunda y tercera instancia correspondió al Supremo Tribunal de Justicia (50) .

Al Supremo Gobierno (51) , integrado por funcionarios de la rama administrativa (52) , correspondía el cumplimiento de los reglamentos mediante jueces inferiores, denominados jueces nacionales de partido, a fin de ejercer la autoridad ordinaria respecto del ramo de justicia o policía (53)  para resguardar el orden público en las provincias.

6.3.  El Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano de 1822

El Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano de 1822, aprobado el 24 de febrero de 1823, reguló la administración interior, el buen orden y la seguridad interna y externa de México, en tanto se sancionaba la Constitución Política del Imperio Mexicano (54) .

La imposición de las penas por las causas civiles o criminales estaba a cargo de la función judicial mediante los jueces y tribunales (55) ; el jefe político tenía a su cargo la prevención del delito, el mantenimiento de la libertad, la propiedad y la seguridad individual mediante la imposición de penas correccionales por ilícitos que no indujeran a la pena corporal, consistentes en multa, arresto y/o confiscación (56) .

6.4.  La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824

Al perder vigencia el Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano de 1822, se gestaron las condiciones políticas necesarias para promulgar la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824, publicada el cuatro de octubre de 1824.

Entre otros, estableció la libertad e independencia política de México, promovió la prosperidad, reafirmó la división de poderes y estableció la república representativa (57) .

En dicho documento, la imposición de penas por causas civiles o criminales correspondió a los tribunales de los Estados (58) . La función Ejecutiva se encargaba del cumplimiento de la Constitución, las leyes generales, los tratados y decretos expedidos (59)  mediante las acciones necesarias para el cumplimiento (60)  y ejecución formal y material de las leyes (61)  a fin de promover el orden público.

6.5.  Las Leyes Constitucionales de 1836

Las Leyes Constitucionales fueron publicadas el 30 de diciembre de 1836, se integró de siete apartados, entre otros, contenían los derechos y obligaciones de los mexicanos y habitantes de la república, la organización del supremo poder conservador, la división de poderes, la formación de las leyes, la división territorial, el gobierno interior, y su reformabilidad (62) .

La imposición de penas correspondió al Poder Judicial de la República Mexicana, integrado por: i) los jueces subalternos encargados del despacho de las causas civiles y penales en primera instancia, y ii) los tribunales superiores de los departamentos, cuyos órganos despachaban los asuntos en segunda y tercera instancia (63) .

Los gobernadores se encargaban de conservar el orden público (64)  mediante las ordenanzas municipales y los reglamentos interiores de policía de los departamentos (65) , mediante la figura del prefecto y el auxilio de la policía (66) .

En los ayuntamientos, el juez de paz, bajo el mando de un subprefecto y con auxilio de la policía, ejecutaba las acciones (67)  y medidas necesarias para resguardar el orden social en dichas regiones.

Para procurar el orden público, los alcaldes ejercían el oficio de conciliador, emitían las determinaciones procedentes en los juicios verbales, a fin de dictar providencias urgentes en los asuntos contenciosos que no dieran lugar a ocurrir al juez de primera instancia, bajo instrucción del subprefecto y las autoridades superiores (68) .

6.6.  Las Bases de la Organización Política de la República Mexicana de 1843

Las Bases de la Organización Política de la República Mexicana fueron publicadas el 12 de junio de 1843, instituyeron un gobierno centralista que modificó la organización política, institucional, organizacional y democrática de México (69) .

La imposición de penas estaba a cargo de la función judicial en las causas civiles o penales (70) . Los gobernadores se encargaban de la conservación del orden público al interior de los departamentos (71)  mediante los cuerpos policiales y las asambleas del gobierno de los departamentos, facultados para decretar el uso de la fuerza policial, conservar el orden social, procurar la seguridad pública y ejecutar los mandatos de la autoridad política y judicial (72) .

6.7.  El Acta Constitutiva y de Reformas de 1847

El Acta Constitutiva y de Reformas fue publicada el 21 de mayo de 1847, tuvo como fin procurar la independencia y soberanía de los Estados respecto de la administración interior; la continuación del pacto que asociaba a los Estados Unidos Mexicanos, el reconocimiento del Acta Constitutiva de 1847 (73)  y la Constitución Federal de 1824, en conjunto, eran considerados como la única Constitución Política de la República (74) .

En tal documento, la imposición de penas por causas civiles o criminales correspondió a los tribunales de los Estados (75) . La función ejecutiva tenía a su cargo el cumplimiento de la Constitución, las leyes generales, los tratados y decretos expedidos (76)  a través de diversas acciones para el cumplimiento (77)  y ejecución formal y material de las leyes (78)  a fin de promover el orden público e interés general.

6.8.  La Constitución Política de la República Mexicana de 1857

La Constitución Política de 1857 fue publicada el 12 de febrero de 1857 (79) , fue decretada sobre la base de la independencia proclamada el 16 de septiembre de 1810 y consumada el 27 de septiembre de 1821, contenía diversos derechos y garantías, enfatizó en los principios de libertad, legalidad, igualdad, seguridad jurídica, el debido proceso, entre otros (80) .

El art. 21 de la Constitución de 1857 otorgó competencia exclusiva a la autoridad judicial para imponer penas privativas, a la autoridad política o administrativa dio competencia correccional para imponer sanciones consistentes en multas o arrestos no mayores a treinta días en los casos previstos por la ley.

Dicho documento estableció la competencia formal y material expresa a la autoridad administrativa para imponer sanciones administrativas conforme al nuevo esquema garantista de la Constitución de 1857; en las Constituciones anteriores, la facultad sancionadora de la administración estaba implícita en dichos documentos, a partir de la Constitución de 1857 dicha facultad se reguló de la manera como actualmente está prevista en la Constitución de 1917.

El art. 21 de la Constitución de 1857 (81)  reguló expresamente (82)  el ejercicio del ius puniendi en México, originándose la noción de sus dos vertientes o manifestaciones: i) la potestad punitiva de los tribunales, y ii) la facultad sancionadora de la administración, reguladas por el Derecho Penal y el Derecho Administrativo Sancionador, respectivamente.

Dicha regulación otorgó autonomía, independencia y sustantividad formal y material a cada vertiente, respecto del ilícito, la sanción, la ley aplicable, el bien jurídico, la autoridad competente, el procedimiento sancionador, entre otros; lo cual auxilió a la fecundación, florecimiento y desarrollo de cada materia en el Derecho Sancionador Mexicano.

6.9.  El Estatuto Provisional del Imperio Mexicano de 1865

En 1865, el Emperador Maximiliano de Habsburgo impuso una monarquía moderada hereditaria en México (83) , restableció el gobierno centralizado bajo un emperador, a quien se concedió el mando y gobierno del país (84)  mediante el Estatuto Provisional del Imperio Mexicano de 1865.

Dicho Estatuto estableció la estructura orgánica del gobierno mediante nueve ministros y un Consejo de Estado; la administración de los departamentos quedó a cargo de los prefectos y los alcaldes de los ayuntamientos, quienes se encargaron del cumplimiento formal y material de las leyes y el orden público mediante un cuerpo policial a su mando.

La imposición de penas del orden civil o criminal correspondió a los tribunales (85) . El tribunal de cuentas se encargó de la observancia del presupuesto y la presentación de cuentas por parte de los funcionarios públicos (86) .

6.10.  La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917

La CPEUM de 1917 es la Ley Suprema en México, es la base fundamental del actual Sistema Jurídico Mexicano, el texto original fue retomado mayormente de la Constitución de 1857, contiene diversas ideas políticas fundamentales, derechos humanos, garantías, valores, principios e instituciones jurídicas vigentes a la fecha.

La situación económica, democrática, política y social en México en 1917 motivó la elaboración de una nueva Constitución conforme a la realidad del siglo XX, a fin de institucionalizar el poder público en nuestro país.

Establecido el nuevo gobierno, se inició con el proceso legislativo para elaborar la Constitución de 1917; una vez concluido, la CPEUM fue publicada en el DOF el cinco de febrero de 1917, reformando la Constitución de 1857 (87) .

La potestad sancionadora del Estado se reguló en el art. 21 de la CPEUM de 1917, el texto original estableció que:


«La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la policía judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél.

Compete a la autoridad administrativa el castigo de las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía; el cual únicamente consistirá en multa o arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de quince días.

Si el infractor fuese jornalero u obrero, no podrá ser castigado con multa mayor del importe de su jornal o sueldo en una semana.».



Al igual que el art. 21 de la Constitución de 1857, el art. 21 de la CPEUM de 1917 consagró la facultad sancionatoria del Estado y sus dos vertientes.

El art. 21 de la CPEUM de 1917 encargó exclusivamente a los tribunales la imposición de las penas privativas de la libertad (88) , en tanto que, a la administración la facultó para imponer sanciones administrativas por la infracción a los reglamentos gubernativos y policiales.

La regulación de la potestad sancionadora del Estado en el art. 21 de la CPEUM de 1917 facilitó la elaboración del marco jurídico aplicable a cada vertiente, estableciendo la infracción, la sanción, la autoridad competente y el procedimiento sancionador en cada ámbito de competencia.

6.10.1.  La vigencia del ius puniendi estatal en México

A la fecha, la potestad sancionadora del Estado se encuentra vigente en la CPEUM y la ley ordinaria, en conjunto, tienen como finalidad: i) regular el ilícito y la sanción; ii) garantizar el debido proceso, la defensa adecuada, la audiencia y la seguridad jurídica; iii) controlar el ejercicio de la autoridad competente, y iv) regular el procedimiento sancionador respectivo.

Las Constituciones de México documentan la vigencia de la facultad sancionadora del Estado y sus dos manifestaciones: i) en materia penal o criminal (89)  —potestad punitiva del tribunal—, y ii) en materia administrativa —facultad sancionadora de la administración—; estableciendo su independencia, autonomía y sustantividad propia.

Dichas constituciones regularon el ius puniendi del Estado, facultaron al tribunal y las autoridades distintas a los tribunales para imponer sanciones por la comisión del ilícito en su ámbito de competencia.

Desde entonces, los tribunales fueron facultados para imponer penas por las causas criminales —hoy materia penal—; fuera de esos casos, la facultad de sancionar al sujeto correspondía a diversas autoridades de distinto carácter (90) , —hoy eminentemente de orden administrativo—, como: el alcalde, el gobernador, el prefecto, el subprefecto, los jueces inferiores o de paz (91)  conforme a los reglamentos de policía vigentes, tal función se distinguía formal y materialmente de la función judicial.

En la segunda mitad del siglo XIX, debido a las circunstancias imperantes en México y la influencia de los diversos movimientos de carácter liberal encaminados a proteger los derechos y libertades de la persona en EUA, Francia, Inglaterra y España (92) , las Constituciones de 1857 y 1917 introdujeron una serie de principios, derechos y garantías aplicables a los procedimientos sancionadores, las vertientes del ius puniendi del Estado y su competencia sancionadora.

Dadas las circunstancias políticas y sociales en México, el legislador motivó las condiciones necesarias para establecer y consolidar el reconocimiento constitucional de la facultad sancionadora del Estado y sus vertientes; lo cual actualmente se regula en el art. 21, tercer y cuarto párrafos de la CPEUM.

7.  Régimen jurídico del ius puniendi del Estado en México

En México, el art. 21, tercer y cuarto párrafos de la CPEUM regula el ius puniendi del Estado.

El art. 73, fr. XXI, inciso b) de la CPEUM faculta al Congreso de la Unión para legislar en materia sancionatoria, estableciendo los delitos, las faltas, las penas y las sanciones administrativas.

El art. 89, fr. I de la CPEUM faculta al Poder Ejecutivo a realizar las acciones y medidas necesarias para el cumplimiento de las leyes expedidas por el Poder Legislativo y, en su caso, la normatividad emitida en ejercicio de su facultad reglamentaria (93) , proveyendo su debida observancia en el nivel de competencia de que se trate.

Conforme a tales disposiciones, la autoridad competente impone la sanción mediante el procedimiento sancionador correspondiente, al cual son aplicables los principios, derechos y garantías previstos en la CPEUM, como:

El art. 14, tercer párrafo de la CPEUM (94) ;

El art. 16, primer y antepenúltimo párrafos de la CPEUM (95) ;

El art. 17, segundo, tercero, sexto y séptimo párrafos de la CPEUM (96) ;

El art. 20, apartados A y B de la CPEUM (97) ;

El art. 21, tercer y cuarto párrafos de la CPEUM (98) ;

El art. 22, primer párrafo de la CPEUM (99) , y

El art. 23 de la CPEUM (100) .

7.1.  Los principios del ius puniendi del Estado

El ius puniendi del Estado y sus vertientes se sujetan a diversos principios rectores consagrados en la Constitución General, los tratados internacionales y la ley aplicable.

Desde el criterio subjetivo, para la autoridad competente, los principios del ius puniendi del Estado equivalen a reglas de actuación que evitan la arbitrariedad y la discrecionalidad en la imposición de la sanción; para el gobernado, equivalen a derechos y garantías relacionados con el debido proceso y la defensa adecuada que favorecen su seguridad jurídica.

Desde el criterio formal, dichos principios constituyen un conjunto de normas jurídicas que regulan la facultad sancionadora del Estado previstas en la CPEUM.

Desde el criterio material, tales principios fungen como reglas que orientan el procedimiento sancionador mediante diversas garantías de carácter procedimental.

Los principios generales de la facultad sancionadora del Estado son: i) legalidad y sus vertientes —tipicidad, taxatividad, plenitud hermenéutica, irretroactividad y reserva de ley—; ii) proporcionalidad; iii) responsabilidad o culpabilidad, y iv) non bis in idem (101) .

7.1.1.  Principio de legalidad

En el Derecho Sancionador, el principio de legalidad se traduce en que: «no hay delito sin pena, ni pena sin ley para el hecho de que se trate», equivale al principio «nullum crimen sine poena, nullum poena sine lege certa», se relaciona con el sometimiento del poder público a la ley (102) ; se regula en los arts. 14, tercer párrafo y 16, primer párrafo de la CPEUM (103) .

Fuentes Bardají señala que la ley previa constituye la subordinación del Estado a la Constitución y la ley, mismas que determinan las pautas y criterios de actuación de los órganos sancionadores (104) .

Velázquez Tolsá señala que «… el principio de legalidad es una garantía de seguridad jurídica que obliga a las autoridades a sujetar su actuación a lo ordenado por las leyes vigentes y aplicables al caso concreto, se traduce en el apotegma de exacta aplicación de la ley» (105) .

Por sus efectos, en materia sancionatoria, el principio de legalidad regula diversos aspectos, como: i) la descripción del ilícito y la sanción; ii) prohíbe la sanción por analogía o mayoría de razón; iii) evita la irretroactividad de la ley; iv) favorece la reserva de ley del ilícito y la sanción en la ley formal, y por excepción en el reglamento, y v) la exclusividad del juez penal para imponer la pena privativa; tales aspectos orientan la actuación de la autoridad competente en el procedimiento sancionador.

7.1.2.  Principio de tipicidad

El principio de tipicidad consiste en la adecuación precisa de los elementos formales del tipo legal y la conducta material desplegada por el sujeto; se conoce como la subsunción del hecho ilícito a la hipótesis normativa prevista en la ley.

Velázquez Tolsá define el principio de tipicidad como la descripción legal, clara y precisa de una conducta infractora específica, tiene aparejada una sanción (106) .

Fuentes Bardají señala que el principio de tipicidad se relaciona con dos elementos: i) la libertad, y ii) la seguridad jurídica. El primero, impone que el sujeto realice las conductas que no son sancionables, y el segundo, exige que la descripción del ilícito permita al ciudadano predecir la consecuencia jurídica de su acto con suficiente grado de certeza (107) .

El PJF señala que dicho principio es la base fundamental del principio de legalidad, es un presupuesto indispensable para la acreditación del ilícito, fundamenta la correlación existente entre la infracción y la sanción (108) .

El principio de tipicidad se regula en el art. 14, tercer párrafo de la CPEUM, del cual derivan dos subprincipios: i) taxatividad, y ii) plenitud hermenéutica.

7.1.3.  Principio de taxatividad

El principio de taxatividad consiste en la descripción concreta y precisa en la ley de la conducta y la sanción, evitando su ambigüedad.

El PJF señala que el principio de taxatividad exige la determinación de la conducta típica en la ley (109) , de tal forma que el sujeto determine su conducta ante la comisión del ilícito.

Se regula en el art. 14, tercer párrafo de la CPEUM, que establece que:

«Art. 14. … En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata…».


7.1.4.  Principio de plenitud hermenéutica

El principio de plenitud hermenéutica prohíbe la interpretación de la ley sancionadora por analogía o mayoría de razón; exige la exacta aplicación de la ley al ilícito y la sanción.

Se regula en el art. 14, tercer párrafo de la CPEUM, establece que:

«Art. 14. … En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata…».


7.1.5.  Principio de irretroactividad de la ley

La retroactividad de la ley es la aplicación de la ley vigente sobre el hecho pasado, la CPEUM prohíbe la aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de la esfera jurídica del sujeto; es una garantía de seguridad jurídica.

Se regula en el art. 14, primer párrafo de la CPEUM, establece que:

«Art. 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna…».


El PJF explica que la retroactividad es la traslación de la vigencia de una norma jurídica creada en un determinado momento histórico anterior a su creación, implica subsumir cierta situación de Derecho pretérita regulada por la ley vigente al tiempo de su existencia dentro del ámbito regulativo de la nueva ley (110) .

Fuentes Bardají señala que la irretroactividad de la ley sancionadora obliga al operador jurídico a no aplicar con efecto retroactivo la ley sancionadora, salvo cuando favorezca al sujeto (111) , evitándole un perjuicio; favorece el control legal de la actuación de la autoridad competente.

Velázquez Tolsá señala que «… el principio de no retroactividad de las leyes está orientado a la prohibición de aplicar una ley en perjuicio del destinatario de la norma, sin embargo, será retroactiva y aplicable cuando sea en beneficio» (112) .

La retroactividad de la ley es aplicable cuando favorezca el reconocimiento de nuevos derechos, garantías u otros al sujeto, a fin de mejorar su situación jurídica en el procedimiento sancionador.

7.1.6.  Principio de reserva de ley

El principio de reserva de ley exige que un ordenamiento jurídico con rango de ley regule de manera absoluta determinadas materias, entre otras, la sancionatoria.

Se regula en el art. 14, tercer párrafo de la CPEUM, establece que:


«Art. 14. …

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata…».



Fuentes Bardají señala que el principio de la reserva de ley en materia sancionatoria se traduce en que «… nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente.» (113) .

Velázquez Tolsá señala que el principio de reserva de ley es un límite a la facultad reglamentaria y a la ley secundaria, proviene de una norma constitucional, cuyo ordenamiento expresamente reserva a la norma jurídica —con carácter de ley— la regulación de una materia específica, lo cual impide que lo reservado sea regulado por una disposición de distinto carácter (114) .

En el Derecho Sancionador, la norma jurídica con carácter de ley formal establecerá el ilícito y la sanción aplicable, por excepción mediante la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo (115) , lo cual implica la facultad para imponer sanciones mediante un reglamento.

En México, conforme al art. 73, fr. XXI, inciso b) de la CPEUM, corresponde al Congreso de la Unión legislar en materia de ilícitos y sanciones, cuya finalidad es regular en materia sancionatoria.

La creación de la ley sancionadora implica establecer el bien tutelado, el ilícito, la sanción, la autoridad competente, el procedimiento, así como, un conjunto de principios, derechos y garantías de carácter subjetivo y procedimental aplicables a la materia de que se trate.

7.1.7.  Principio de proporcionalidad

El principio de proporcionalidad exige que la sanción impuesta sea proporcional, conveniente, adecuada, razonable, justa y conforme a la conducta ilícita realizada y la afectación al bien tutelado (116) .

Se regula en el art. 22 de la CPEUM, dispone que:

«Art. 22. … Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado…».


Fuentes Bardají señala que «… el principio de proporcionalidad rige en el Derecho Sancionador para el ejercicio concreto de la potestad sancionadora, el dictado de la sanción y al establecer la correspondiente previsión normativa» (117) .

Velázquez Tolsá define el principio de proporcionalidad como «… el juicio de valoración que realiza la autoridad para imponer la sanción correspondiente, atendiendo la relevancia y el grado de afectación del bien jurídico protegido y los elementos objetivos y subjetivos de la comisión de la infracción» (118) .

El PJF explica que el principio de proporcionalidad impone dos obligaciones: i) ordena a la autoridad competente a individualizar la sanción conforme al caso concreto, y ii) ordena al legislador que la configuración normativa en materia de penas y sanciones sea proporcional al ilícito de que se trate conforme a la CPEUM, los tratados internacionales y la ley aplicable (119) .

Desde el aspecto distributivo, la proporcionalidad de la sanción es una manifestación consciente de la justicia, la equidad, la igualdad, la imparcialidad y la probidad del juzgador, lo cual garantiza la integridad del Derecho y su aplicación.

La autoridad competente debe analizar la ley, el caso concreto, las otras fuentes del Derecho, el tiempo, modo y lugar de ejecución del ilícito, las circunstancias personales y materiales del sujeto, la sanción prevista en la ley, entre otros, para individualizar la sanción respectiva.

La ponderación de la proporcionalidad de la sanción a imponer en el caso concreto corresponde a un análisis integral, objetivo, consiente e imparcial de la autoridad, cuya resolución queda supeditada principalmente a la ley aplicable, dado que, el acto privativo afecta a la esfera jurídica del sujeto y los terceros.

7.1.8.  Principio de responsabilidad o culpabilidad

El principio de responsabilidad o culpabilidad deriva de la imputación directa hecha al sujeto responsable por la comisión del ilícito previsto en la ley (120) , recae exclusivamente sobre el autor del ilícito y/o sus participes conforme a la forma, grado y modo de participación en el ilícito.

Rafael Caballero explica que la responsabilidad es «… el deber del sujeto jurídico de asumir la consecuencia que comporte su conducta, en los términos que establezca el ordenamiento» (121) .

Cerezo Mir señala que la responsabilidad es la capacidad de obrar de otro modo o de adoptar una voluntad diferente acorde con la ley (122) .

Francisco Velázquez señala que la responsabilidad constituye «… el juicio de reproche atribuible al sujeto por la comisión dolosa o culposa de la conducta ilícita descrita en la ley» (123) .

La responsabilidad nace del daño causado al bien jurídico mediante el ilícito; requiere de tres elementos: i) la imputabilidad del sujeto; ii) un vínculo entre el hecho y el sujeto —dolo o culpa—, y iii) la falta de causas excluyentes de responsabilidad.

Al sujeto responsable corresponde una sanción, es exigible una vez acreditada la responsabilidad, tiene aparejada la obligación de la reparación del daño material y moral causado, y concluye una vez cumplida la sanción impuesta; no trasciende de la persona y bienes del responsable, excepto en los casos previstos en la ley.

La reparación del daño es un derecho reconocido en la CPEUM, es determinada por la autoridad competente mediante la indemnización, la restitución, el resarcimiento, el pago de la afectación producida, las medidas especiales, el restablecimiento de determinados derechos o garantías, la disculpa pública u otros; cualquiera de las anteriores libera al sujeto de la responsabilidad de reparar el daño causado; es integral, adecuada, proporcional a la afectación y la gravedad del daño producido.

Se regula en los arts. 20, apartado A, fr. I de la CPEUM, 7 del CPF y 24 del CPDF.

El art. 20, apartado A, fr. I de la CPEUM establece que:


«Art. 20...

I. El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen; …».



El art. 7 del CPF, establece que:


«Art. 7. Delito es el acto u omisión que sancionan las leyes penales.

En los delitos de resultado material también será atribuible el resultado típico producido al que omita impedirlo, si éste tenía el deber jurídico de evitarlo. En estos casos se considerará que el resultado es consecuencia de una conducta omisiva, cuando se determine que el que omite impedirlo tenía el deber de actuar para ello, derivado de una ley, de un contrato o de su propio actuar precedente».



El art. 24 del CPDF señala que:

«Art. 24. (Culpabilidad personal y punibilidad independiente). Los autores o partícipes del delito responderán cada uno en la medida de su propia culpabilidad».


7.1.9.  Principio de concurrencia de sanciones

El principio de concurrencia de sanciones o non bis in idem entraña la prohibición de la doble sanción o juzgamiento al sujeto por el mismo hecho; es una garantía de seguridad jurídica que protege la dignidad humana, la libertad, el debido proceso y la cosa juzgada, dado que impide que lo juzgado anteriormente sea objeto de otro procedimiento (124) .

Se regula en el art. 23 de la CPEUM, establece que:

«Art. 23. … Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, …».


El principio non bis in idem requiere la concurrencia de los tres presupuestos: i) sujeto; ii) hecho, y iii) fundamento jurídico; prohíbe que el mismo ilícito sea sometido a dos procedimientos diferentes y que en cada uno se sancione al responsable.

7.2.  La aplicación de los principios del Derecho Sancionador General

Los principios del ius puniendi del Estado son aplicables a sus vertientes —penal o administrativo—, están previstos en la Constitución General; a manera de analogía, corresponden a las reglas del padre impuestas a sus dos hijos, cuyos infantes se sujetan a las mismas reglas.

El ámbito de competencia en que se produzca el ilícito y la sanción se sujeta a los mismos principios generales, debidamente matizados para su aplicación.

Por el diferente grado de represión de los tribunales y la administración, la aplicación de dichos principios es matizada conforme a su ámbito de competencia; fueron desarrollados mayormente en materia penal, son aplicables por extensión al Derecho Administrativo Sancionador, dada la búsqueda de principios y reglas comunes aplicables a las vertientes del Derecho Sancionador General.

Los principios, derechos y garantías de la materia penal corresponden a las reglas genéricas del Derecho Sancionador General previstos en la Constitución General; son prerrogativas cuyo contenido, alcance, finalidad y efectos sirven de referencia a otros ámbitos del Derecho, como el Derecho Administrativo Sancionador.

El legislador ha procurado uniformar los procedimientos sancionadores —administrativo u otros— con los principios, derechos y garantías del Derecho Sancionador General previstos en la Constitución General, y desarrollados en el orden penal, por su contenido dogmático y garantista en el Derecho Público.

El traslado de las técnicas y métodos del orden penal al administrativo deriva del florecimiento y expansión del Derecho Penal en las fuentes del Derecho (125) , por tratarse de un Derecho avanzado y ampliamente desarrollado —casi completado—, tiende a su perfección y superioridad en el Derecho Público.

Tales prerrogativas orientan la imposición de la sanción en cualquier ámbito del Derecho Sancionador General, con la modulación necesaria considerando la sustantividad de la materia, lo cual funge como criterio hermenéutico (126)  distintivo de cada vertiente.

7.2.1.  Justificación de la traslación de los principios

En la doctrina y la práctica jurídica, los tribunales (127)  y diversos autores han desarrollado diversas posturas relacionadas con la aplicación de los principios del Derecho Sancionador General —desarrollados en el orden penal— al Derecho Administrativo Sancionador conforme a sus aspectos esenciales.

7.2.1.1.  En la doctrina

Fuentes Bardají señala que, ante la ausencia de una norma específica dentro de la ley administrativa, es adecuado aplicar como norma subsidiaria de segundo grado los principios y reglas del orden penal; por la semejanza de los ilícitos, son aplicables las normas penales al Derecho Administrativo Sancionador (128) .

Silva de la Puerta señala que la aplicación de las garantías del proceso penal al procedimiento administrativo sancionador se realiza por analogía entre ambas secuencias procedimentales (129) .

Cobo Olvera señala que la traslación de las garantías del proceso penal al procedimiento administrativo sancionador se debe a que las garantías procesales constitucionalizadas, por su naturaleza, son aplicables al ámbito administrativo sancionador para preservar los valores esenciales y la seguridad jurídica garantizados por la Constitución General (130) .

Rebollo Puig, Izquierdo Carrasco, Alarcón Sotomayor y Bueno Armijo señalan que «… los principios inspiradores del orden penal son de aplicación, con matices, al Derecho Administrativo Sancionador, dado que ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado, tal y como refleja la Constitución…» (131) .

7.2.1.2.  En la práctica jurídica

El Pleno de la SCJN señala que la aplicación de los principios del Derecho Penal al Derecho Administrativo Sancionador se realiza mientras se concreta la construcción de los principios constitucionales en el ámbito sancionador administrativo (132) .

La SSTEPJF señala que dicha aplicación es posible con base en la similitud existente entre ambas manifestaciones del poder punitivo del Estado (133) .

7.2.1.3.  En los tribunales

El TCE explica que la sanción administrativa participa de los elementos esenciales de la sanción penal, lo cual fundamenta la proyección de los principios del orden penal al administrativo sancionador, con algunos matices en su aplicación (134) .

La CIDH, mediante una interpretación sistemática y convencional de la norma, concluyó que los derechos y garantías judiciales no son exclusivas de la materia penal, sino que su aplicación puede extenderse al resto de las materias; para ello, es necesario que tales derechos y garantías se apliquen en lo que corresponda y sea posible, atendiendo a la sustantividad de la materia específica (135) .

Los principios, derechos y garantías del Derecho Sancionador General son aquellos previstos de manera general en la Ley Suprema de cualquier sistema jurídico, en su caso, en los tratados internacionales, son aplicables a cualquier ámbito del Derecho Sancionador —público o privado—.

En México, dado que las vertientes del ius puniendi del Estado derivan del mismo tronco común y comparten el mismo carácter represivo, ambas se someten a los principios, derechos y garantías del Derecho Sancionador General originariamente previstos en la Constitución Federal y desarrollados por el Derecho Penal.

La CPEUM establece un amplio catálogo de principios, derechos y garantías mínimos aplicables a los procedimientos sancionadores.

La aplicación de los principios del Derecho Sancionador General al Derecho Administrativo Sancionador jurídicamente es posible por su plenitud y desarrollo en la materia penal, y por la similitud sistémica de la que derivan las vertientes del ius puniendi del Estado —art. 21 de la CPEUM—.

Las diversas figuras e instituciones jurídicas del Derecho Sancionador General han florecido fundamentalmente en el orden penal, lo cual permite la regulación efectiva de la función punitiva, de tal manera, que garantizan la seguridad jurídica y el debido proceso, potenciando el derecho de audiencia y defensa del sujeto frente a la actuación de la autoridad en el procedimiento.

La traslación de principios, derechos y garantías se realiza mediante la fórmula mutatis mutandis, esto es, donde las precisiones sean necesarias y correctas conforme a la figura, concepto e institución jurídica de que se trate, así como, en aquellos aspectos en que sea compatible con los elementos de aplicación correspondientes.

Conforme a dicha fórmula, los principios, los derechos y las garantías del orden penal son aplicables al orden administrativo sancionador en la medida necesaria, a fin de garantizar su alcance y efectos en el procedimiento sancionador.

La aplicación no se realiza de manera automática o espontánea, sino mediante la debida incorporación de las precisiones necesarias a la materia de que se trate, y conforme a la situación o contexto en que se trasladen tales prerrogativas de una rama del Derecho Público a otra.

Esto es que, el principio, derecho o garantía a aplicar sea modificado o matizado en aquello que deba variarse para cada caso o ámbito del Derecho en particular, considerando la pertinencia y utilidad de dicha sustitución en la materia respectiva.

Esa técnica opera en materias de naturaleza similar de Derecho Público o Privado, el caso del Derecho Sancionador, opera —generalmente— del Derecho Penal al Derecho Administrativo Sancionador, dada su pertenencia al ius puniendi del Estado y la afinidad entre ambas ramas del Derecho Sancionador.

Los principios del orden penal son aplicables mutatis mutandis al procedimiento administrativo sancionador, siempre que se realicen las modulaciones y adecuaciones necesarias que resulten favorables, convenientes y compatibles con la materia de que se trate.

Dicha traslación abonó al desarrollo de las fuentes del Derecho Administrativo Sancionador.

7.2.2.  La expresión latina mutatis mutandis

En la dogmática jurídica, los principios, normas, reglas, valores, derechos y garantías aplicables en determinadas materias son trasladables particularmente a otras materias de naturaleza similar o diferente, conforme a la expresión latina mutatis mutandis.

Dicho latinismo proviene del verbo mutare que significa cambiar, es utilizado para comparar dos objetos similares, establecer una analogía o semejanza entre ambas cosas (136)  a fin de resaltar determinados elementos comunes.

El Diccionario de la Real Academia Española define mutatis mutandis como una locución adverbial que significa «cambiando lo que se deba cambiar» (137) , es aplicable al Derecho.

El PJF utiliza dicha expresión en aquellos casos en que, a falta de reglas propias, una figura, institución, valor, bien jurídico, principio, derecho, garantía u otro aplicado en una situación jurídica determinada resulta aplicable, en lo que corresponda o en la medida de lo posible, a otra situación similar por ser equivalente, semejante o análoga en ambas circunstancias (138) .

El principio mutatis mutandis en el Derecho se utiliza para expresar que algo —un concepto, texto, figura, institución o procedimiento— puede cumplir otra función solamente con someterlo a cambios evidentes conforme a la aplicación a realizar (139) , es decir, cambiar lo que se debe cambiar (140) .

Con base en dicha expresión, se realiza un análisis comparativo de dos situaciones jurídicas diferentes con elementos en común, que, a falta de reglas propias en alguna de dichas situaciones, es aplicable el principio, derecho, garantía u otro similar regulado en la otra materia.

Para dicha traslación, el operador jurídico analiza y traslada el objeto de una materia a otra con la debida reserva y matices (141)  posibles —modificando estricta y jurídicamente lo necesario—, para favorecer la aplicación y efectos jurídicos del objeto trasladado.

En el Derecho Sancionador, los principios, reglas, derechos y garantías aplicables a una materia sancionatoria son trasladables mediante la fórmula mutatis mutandis a otra de naturaleza sancionatoria similar, como el caso del Derecho Penal al Derecho Administrativo Sancionador, misma que será posible en la medida en que resulte compatible con la naturaleza de los procedimientos respectivos (142) .

De la práctica jurídica del Derecho Sancionador, se desprende una metodología aplicable, mediante el principio mutatis mutandis, para trasladar de manera efectiva un objeto de orden penal —figura, institución, valor, bien jurídico, principio, regla, derecho, garantía u otro— al orden administrativo sancionador.

Para ello, el jurista realiza un análisis lógico jurídico para: i) determinar si el objeto carece de regulación en la materia a donde se pretende trasladar; ii) analizar si el objeto se encuentra normado en otra especialidad del Derecho Sancionador y si es posible su uso en otra materia similar; iii) precisar el contenido, alcance, efectos y fondo del objeto a trasladar; iv) verificar la compatibilidad del objeto en la materia a aplicar; v) interpretar y modular el contenido, alcance, efectos y fondo del objeto a la materia de que se trate, y vi) verificar que la factibilidad y grado de aplicación de un orden a otro sean los estrictamente necesarios, a fin de favorecer los efectos del objeto traslado y su aplicación en el caso concreto.

A la fecha, el Derecho Administrativo Sancionador es una materia en vías de establecer sus reglas y principios propios, es considerada como una disciplina jurídica en proceso de desarrollo, sistematización y elaboración de sus propias fuentes; una vez concluido, se estima se caracterice como una disciplina con fuentes propias aplicables exclusivamente a esa materia.

Por su incipiente desarrollo, fue necesario aplicar, con las adaptaciones necesarias, los principios, derechos y garantías del orden penal (143)  a las fuentes del Derecho Administrativo Sancionador, la facultad sancionadora de la administración y su procedimiento.

Procurando que las figuras, instituciones, principios, derechos y garantías de la materia penal no sean trasladadas con la misma rigidez y rigurosidad característicos de ese ámbito del Derecho Público, sino que, que sean aplicadas conforme al ámbito del Derecho Sancionador de que se trate —el administrativo—, por ello, se exige un tratamiento diferencial encaminado a modular el alcance y la forma de la aplicación de tales objetos al orden administrativo.

La plena aplicación de la dogmática penal en el orden administrativo sancionador dificulta (144)  los efectos jurídicos del objeto traslado por su naturaleza jurídica y la diferencia existente entre una y otra especialidad del Derecho Sancionador.

Por ello, es necesario considerar la matización, modulación, moderación y/o atenuación del objeto a trasladar, a fin de alcanzar su plena efectividad en el ámbito en que se aplique, asimismo, conviene valorar el grado, alcance, efectos y modo de dicha aplicación mediante la técnica jurídica respectiva, a fin de garantizar la eficacia de la traslación.

Dicha aplicación en el ámbito del Derecho Administrativo Sancionador es factible hasta en tanto se consolida la configuración de sus fuentes.

7.3.  El Derecho Sancionador General y sus vertientes

Las Constituciones de México documentan que el Derecho Sancionador General se integra por dos vertientes: i) la potestad punitiva del tribunal, y ii) la facultad sancionadora de la administración—; se regulan en el art. 21 tercer y cuarto párrafos de la CPEUM (145) .

Su fuente originaria otorga sustantividad propia a los elementos estructurales que integran cada vertiente, como: el ilícito, la ley, la consecuencia jurídica, el bien jurídico tutelado, la autoridad competente, el procedimiento sancionador, entre otros.

Cada vertiente del ius puniendi del Estado cuenta con una estructura orgánica y funcional conforme a la CPEUM; la ley aplicable determina su alcance, finalidad, efectos y contenido.

7.3.1.  La potestad punitiva del tribunal

La potestad punitiva del tribunal forma parte del Derecho Sancionador General, reside en el Derecho Penal (146) , equivale a la imposición de la pena y/o medida de seguridad prevista en la ley por la comisión del delito; tiene como efecto la restricción de la libertad personal.

Se regula en la CPEUM, el CPF, el CNPP, en leyes especiales, entre otros, se conforma por un sistema de normas, principios, derechos y garantías que regulan la tipificación del delito, la imposición de la pena, la actuación del órgano jurisdiccional, el procedimiento penal, entre otros.

El art. 73, fr. XXI, inciso b) de la CPEUM, faculta al Congreso de la Unión para legislar en materia de delitos y penas, su diseño y configuración implica establecer: el tipo penal, el bien tutelado, el órgano competente, el procedimiento, la pena y su ejecución.

7.3.1.1.  Fundamento jurídico de la potestad punitiva del tribunal

El art. 21, tercer párrafo de la CPEUM regula la potestad punitiva del tribunal, establece que «… La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial …».

Adicionalmente, en los arts. 51, primer párrafo del CPF; 1 del CNPP; 6 del CPDF; 3, frs. X y XI de la LNEP, y otros ordenamientos jurídicos que establezcan delitos.

7.3.1.2.  Antecedentes históricos de la pena

Históricamente, el ius puniendi del Estado reacciona con la imposición de la pena por la comisión del delito, cuya consecuencia afecta la esfera jurídica del sujeto activo.

En Grecia, la pena tenía fines intimidatorios y de sometimiento; en Roma, la pena constituyó una reacción pública a la ofensa y su castigo. En el periodo absolutista, la pena respondía a la idea de justicia absoluta, conocida como la «ley del talión», que equivale a: «ojo por ojo, diente por diente».

En el Derecho alemán, la pena fue considerada como una coacción psicológica. En la Escuela Clásica, la pena tendió a conservar el orden jurídico y el bien común. En la Escuela Positivista, la pena representó un medio de defensa social.

En la doctrina relativa, la pena se consideró como un instrumento que asegura la vida en sociedad; para la doctrina ecléctica, la pena pública es reformatoria, ejemplar, intimidatoria, correctiva, eliminatoria y justa (147) .

Luquín señaló que el fin de la pena es la retribución; la prevención especial positiva, la prevención especial negativa, la prevención general positiva, la prevención general negativa; es el minimalismo que protege de la venganza y disuade el delito (148) .

7.3.1.3.  Concepto de pena

La palabra pena deriva del vocablo latino poena, de la voz griega poine, que significa multa (149) , se relaciona con la voz griega ponos que significa sufrimiento (150) .

En materia penal, la pena es la consecuencia jurídica por la comisión del delito, es impuesta exclusivamente por el tribunal, se regula en la CPEUM y la ley (151) .

La pena se define a partir de su finalidad, del resultado material, como una forma de restringir un derecho y como un medio preventivo.

7.3.1.3.1.  Por su finalidad

La pena es: i) la consecuencia que el legislador asocia con la ley penal y la comisión de un delito; ii) la privación o restricción de un bien o un derecho, es impuesta por un tribunal al responsable como consecuencia de la comisión de una infracción penal, y iii) la clase de consecuencia jurídica o sanción que, junto con el precepto o presupuesto, conforman la ley penal (152) .

7.3.1.3.2.  Por su resultado material

Francisco Carrara define la pena como un mal impuesto por el Estado a la persona responsable del delito (153) .

Cuello Calón señala que la pena es el sufrimiento impuesto por el Estado, en ejecución de una sentencia impuesta al responsable del delito (154) .

7.3.1.3.3.  Como forma de restringir un derecho

Beling define la pena como la sanción punitiva; en materia penal, corresponde a la pena de prisión (155) .

Rebollo Puig, Izquierdo Carrasco, Alarcón Sotomayor y Bueno Armijo señalan que la pena más común impuesta por el tribunal judicial competente es la pena privativa de la libertad (156) .

7.3.1.3.4.  Como medio preventivo

Von Liszt señala que la pena es el tratamiento que el Estado impone al sujeto que ejecutó una acción antisocial y que representa peligrosidad social, tiene como fin la defensa social (157) .

Bernardo de Quiroz, citado por Castellanos Tena, define la pena como la reacción social jurídicamente organizada contra el delito (158) .

7.3.1.3.5.  Definición del autor

Por su finalidad y características, la pena se define como la norma individualizada de carácter privativo que impone el tribunal judicial al sujeto por el delito mediante el procedimiento penal; previene la impunidad y la reincidencia, tiene asociada la reparación del daño.

7.3.1.4.  Fundamento jurídico de la pena

Conforme al art. 73, fr. XXI, inciso b) de la CPEUM, el Congreso de la Unión tiene la facultad para diseñar la política criminal en México, que incluye el delito, la pena, las medidas de seguridad, el bien tutelado, los principios, derechos y garantías aplicables en materia sancionatoria, entre otros (159) .

La pena se regula en los arts. 14, tercer párrafo, 18, 21, tercer párrafo, 22, primer párrafo, y 73, fr. XXI, incisos a) y b) de la CPEUM; 24 del CPF; 401 y 406 del CNPP y 14 de la LNEP.

La pena es la consecuencia jurídica impuesta por el tribunal al responsable por la comisión del delito mediante el procedimiento penal respectivo; se individualiza proporcionalmente conforme a las circunstancias del sujeto, el delito y el grado de afectación al bien tutelado; es un acto de carácter privativo y/o restrictivo de la libertad personal; por su intensidad, tiende a evitar la reincidencia y la impunidad.

7.3.1.5.  La individualización de la pena

Conforme a los arts. 51 y 52 del CPF, 401, último párrafo y 410 del CNPP, la pena es una norma individualizada determinada por el tribunal, corresponde al término medio de entre el mínimo y máximo de la pena establecida en la ley; de lo que resulta el quantum de la sanción aplicable; es proporcional a la afectación del bien jurídico, el grado de responsabilidad del sujeto y las circunstancias del caso concreto.

El PJF explica que «… la facultad de los jueces penales para individualizar las penas no significa el uso de una atribución irrestricta y caprichosa, ni en contra de la dignidad del ser humano que permita la imposición de las penas de mutilación, infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento en cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualquier otra pena inusitada y trascendental, …. exigen al juzgador que, al efectuarla, observe las reglas específicas …, es decir, las circunstancias exteriores de ejecución del delito y las peculiares del delincuente, determinando la pena dentro de los límites señalados con base en la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente» (160) .

La intensidad de la pena es el resultado del análisis de las circunstancias subjetivas, materiales y formales del caso concreto, con base en las particularidades del sujeto, el delito y los criterios de la pena previstos en la ley, tiende a resarcir el daño causado, se sujeta al principio de proporcionalidad para evitar la pena injusta, excesiva y arbitraria.

7.3.1.6.  Finalidad de la pena

La pena tiene como fin sancionar al responsable por el delito, restaurar el orden jurídico, reparar el daño, garantizar la seguridad jurídica y prevenir la reincidencia y la impunidad.

Por la grave afectación a los bienes fundamentales de la persona, la privación de la libertad es la pena característica en materia penal, tiene asociada la suspensión de determinados derechos y la interrupción temporal del proyecto de vida del responsable.

El art. 18 de la CPEUM establece que el fin de la pena es garantizar la reinserción social del sentenciado con base en el respeto a los derechos humanos, el trabajo, la capacitación, la educación, la salud, el deporte y la reincidencia del delito.

El art. 14 de la LNEP regula la prisión preventiva, la ejecución de las penas y las medidas de seguridad impuestas mediante una resolución judicial y los medios para la reinserción social del sentenciado, entre otros.

7.3.1.7.  Modalidad de la pena

La pena es un acto de naturaleza privativa, tiende a suspender o restringir la libertad y los derechos del responsable, impone diversas obligaciones respecto a la víctima y la autoridad competente, es reparativa en cuanto al daño causado y tiene diversas modalidades.

El art. 21 del CPF establece las modalidades de la pena, es: privativa de la libertad, prohibitiva, pecuniaria, suspensiva, restrictiva, amonestativa, reparativa, de tratamiento, confinamiento, preventiva, de vigilancia, entre otras.

Mediante un análisis ponderado del delito y su gravedad (161) , el tribunal determina el quantum (162)  de la sanción y su modalidad conforme al principio de proporcionalidad (163) .

7.3.1.8.  La pena y el principio de proporcionalidad

El art. 22, primer párrafo de la CPEUM consagra el principio de proporcionalidad de la pena, su finalidad es graduar la pena con base en el delito, la lesión provocada, la responsabilidad del sujeto y las circunstancias subjetivas, objetivas y formales del caso concreto.

La Primera Sala de la SCJN señala que «… la gravedad de la pena debe ser proporcional a la del hecho antijurídico y del grado de afectación al bien jurídico protegido; de manera que las penas más graves deben dirigirse a los tipos penales que protegen los bienes jurídicos más importantes» (164) .

Conforme al art. 73, fr. XXI, incisos a) y b) de la CPEUM, para el diseño y configuración de la política criminal en México, el legislador establecerá el delito y su pena conforme al principio de proporcionalidad considerando el tipo de bien jurídico tutelado y su posible afectación, a fin de garantizar la dignidad y los derechos humanos de la persona.

7.3.2.  La facultad sancionadora de la administración en México

La facultad sancionadora de la administración forma parte del ius puniendi del Estado; se regula en la CPEUM y la ley sustantiva; corresponde al derecho de la administración para sancionar al responsable por la infracción administrativa.

La administración del Estado tutela los bienes jurídicos de interés público, garantiza el ejercicio de la función pública en cumplimiento a la ley aplicable, en caso de infracción, impone la sanción administrativa.

7.3.2.1.  Origen

La facultad sancionadora de la administración tiene su origen en la Constitución General; cuyo ordenamiento fundamenta la competencia formal y material de la administración para sancionar la infracción administrativa. Lo cual ha servido como base para el desarrollo del Derecho Administrativo Sancionador Mexicano.

La ley sustantiva establece el bien jurídico, la autoridad competente, el procedimiento sancionador, la regulación, los principios, derechos y garantías aplicables a la materia de que se trate.

Las Constituciones de México (165)  documentan el origen de la facultad sancionadora de la administración en México; su vigencia en el Sistema Jurídico Mexicano se debe a su regulación en la Constitución General, lo cual va más allá de las teorías sobre: i) la justificación doctrinal; ii) el auxilio de la administración a la función punitiva de los tribunales; iii) la despenalización de delitos; iv) el monopolio judicial, o v) la jurisdiccionalización del ius puniendi, todas, dadas por los teóricos del Derecho Sancionador (166) .

El ejercicio de la facultad sancionadora de la administración en México se basa en su regulación en la Constitución Federal y la ley por el carácter legalista del Sistema Jurídico Mexicano, derivada de la facultad para regular (167)  las funciones esenciales del Estado, entre otros, la función sancionadora.

Las Constituciones de 1812 a 1847 regulaban de manera implícita la facultad sancionadora de la administración, la cual estaba a cargo de determinadas autoridades (168)  —hoy de carácter eminentemente administrativo— todas distintas al juez penal; fue en el art. 21 de la Constitución de 1857 donde aparece dicha facultad como actualmente se encuentra regulada en la CPEUM vigente.

Tal reconocimiento fundamentó la teoría formal o legal del origen y la existencia de la facultad sancionadora de la administración y el desarrollo de su estructura orgánica y funcional; lo cual abonó al florecimiento del Derecho Administrativo Sancionador en México, el cual continua en desarrollo, dada la continuidad de los juristas mexicanos en esa materia.

A partir de la Constitución de 1857, la facultad sancionadora de la administración se regula en el art. 21 de la CPEUM, en las Constituciones anteriores su fundamento jurídico estaba disperso a lo largo de sus textos; dicho artículo es la piedra angular del Derecho Administrativo Sancionador Mexicano.

Su establecimiento en la Constitución General generó las bases para su ejercicio formal y material en México, consistente en: i) su subordinación a la CPEUM y la ley; ii) la aplicación del principio de legalidad en materia de infracciones y sanciones; iii) la competencia sancionatoria de la administración; iv) la prohibición de la pena privativa como sanción a la infracción administrativa; v) la aplicación de los principios, derechos y garantías del Derecho Sancionador General (169) , y vi) un régimen jurídico conforme a la función administrativa desarrollada.

Lo cual se traduce a manera de: i) derechos y garantías del administrado en el procedimiento administrativo sancionador, y ii) en principios rectores para la actuación de la autoridad competente.

La regulación de la facultad sancionadora de la administración en la CPEUM y la ley es el único fundamento de su origen y justificación de la facultad sancionadora de la administración en México.

7.3.2.2.  Concepto

La facultad sancionadora de la administración es una vertiente del ius puniendi del Estado; se regula en la CPEUM y la ley.

La doctrina cuenta con diversas definiciones conforme a su origen, finalidad, tipo de autoridad y relación jurídica.

7.3.2.2.1.  Por su origen

Nieto García afirma que «…la potestad sancionadora de la administración forma parte, junto con la potestad penal de los Tribunales, de un ius puniendi superior del Estado, que además es único, de tal manera que aquellas, no son más que simples manifestaciones concretas de este» (170) .

7.3.2.2.2.  Por su finalidad

Narciso Sánchez Gómez señala que la potestad sancionadora de la administración pública es «…aquella facultad de carácter coercitivo o disciplinario que ejercen las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal, Estatal y Municipal, para castigar, poner un escarmiento o propiciar un sufrimiento a los infractores de las leyes y reglamentos administrativos…» (171) .

7.3.2.2.3.  Por el tipo de autoridad

Segura Soto señala que la facultad punitiva que ejerce la administración pública es un poder que los órganos públicos de carácter administrativo ostentan para sancionar las conductas ilícitas (172) .

Francisco Velázquez señala que «… el poder sancionador de la administración es la facultad de la autoridad administrativa para imponer sanciones por infracciones a las leyes de naturaleza administrativa, se ejerce por órganos administrativos competentes que actúan conforme a las leyes y ejecutan los actos necesarios para iniciar, tramitar y resolver el procedimiento administrativo de sanción… encuentra su fundamento en diversos artículos de rango constitucional, por los que se faculta a los órganos de la administración para ejercer dicha función» (173) .

Garrido Falla explica que las medidas que la administración pública aplica para castigar las faltas en su esfera de competencia se derivan de una atribución que previamente la ley encomendó a sus órganos con el fin de restaurar el orden jurídico vulnerado (174) .

Fuentes Bardají señala que es «… un poder jurídico reconocido por el ordenamiento, cuyo ejercicio exige que se concreten ciertas circunstancias fácticas determinantes del ejercicio del mismo en el plano de la legalidad aplicable» (175) .

7.3.2.2.4.  Por el tipo de relación jurídica

Marta Silva define la potestad sancionadora de la administración como «… aquel poder jurídico reconocido por el ordenamiento cuyo ejercicio exige que se concreten ciertas circunstancias fácticas determinantes del ejercicio del mismo en el plano de la legalidad aplicable. Todo ejercicio de la potestad de la administración genera una relación con el administrado, sometida al Derecho Administrativo, en la que la administración ocupa la posición de sujeto activo» (176) .

7.3.2.2.5.  Definición del autor

Conforme a lo anterior, la facultad sancionadora de la administración se define como: la potestad otorgada a la administración para sancionar la infracción administrativa mediante el procedimiento previsto en la ley aplicable a la materia, especialidad o sector administrativo de que se trate.

Se sujeta a diversos requisitos constitucionales y legales que legitiman la actuación de la administración y la imposición de la sanción (177) .

7.3.2.3.  Justificación de la facultad sancionadora de la administración

El reconocimiento de la facultad sancionadora de la administración en las Constituciones de México determinó su ejercicio formal y material; dicha función se justifica por la necesidad de cumplir con la ley y castigar la comisión de la infracción.

Cuenta con normas fundamentales que regulan su ejercicio formal y material como: i) el principio de legalidad y sus vertientes; ii) la prohibición de imponer penas privativas de la libertad; iii) el reconocimiento de derechos y garantías en el procedimiento administrativo sancionador, y iv) la subordinación a la autoridad judicial —mediante el control de legalidad y/o de constitucionalidad—.

Respecto del principio de legalidad sancionadora y sus vertientes, implica: i) el sometimiento de la administración a la ley en la imposición de la sanción administrativa, y ii) la regulación de la facultad sancionadora de la administración en la Constitución General, la ley ordinaria, y eventualmente en la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo. La ley aplicable establecerá la competencia sancionadora de la administración, la infracción, la sanción, el bien tutelado y el procedimiento respectivo.

Tocante a la prohibición de la pena privativa de libertad, la CPEUM faculta exclusivamente a la autoridad judicial (178)  para imponer penas privativas de la libertad, prohibiendo a la administración a imponer la pena corporal como sanción a la infracción administrativa; salvo los casos previstos en la ley.

Conviene resaltar que el Derecho Administrativo Sancionador es un medio, directo o indirecto, para llegar al procedimiento penal, derivado de que, por la tramitación del procedimiento administrativo sancionador se identifique que el hecho simultáneamente sea tipificado como delito, o bien, que la ley administrativa regule delitos de la competencia del tribunal.

Con relación al reconocimiento de derechos y garantías aplicables al procedimiento, son aquellos relacionados con el debido proceso, la defensa adecuada y la audiencia son oponibles ante la autoridad competente en el procedimiento administrativo sancionador.

Dichas prerrogativas son reconocidas en la CPEUM, los tratados internacionales y la ley de la materia, se encaminan a proteger principalmente la seguridad jurídica del administrado.

Tocante a la subordinación de la actuación de la administración al tribunal mediante el control judicial (179)  tiene como fin la oportunidad del administrado de impugnar el acto privativo (180)  y/o los actos correlativos a la imposición de la sanción —en vía contenciosa administrativa y/o judicial—; funge como un medio de control en su vertiente de recurso efectivo.

La justificación del ejercicio formal y material de la facultad sancionadora de la administración se basa en la finalidad del Estado de castigar la infracción a la ley mediante la sanción correspondiente y garantizar el cumplimiento de la ley.

7.3.2.4.  Otras explicaciones de la facultad sancionadora de la administración

La teoría jurídica o formal del origen y justificación de la facultad sancionadora de la administración deriva de su regulación en la CPEUM y la ley; dicha teoría predomina sobre las otras por el carácter legalista del Sistema Jurídico Mexicano. Con base en dicha teoría se desarrolló el sistema de fuentes del Derecho Administrativo Sancionador Mexicano.

No obstante, la aceptación de los juristas de la teoría formal dominante, existen diversas teorías alternativas que explican la existencia de la facultad sancionadora de la administración, relacionadas con el ejercicio de la función policial.

Durante el siglo XIX y mitad del siglo XX (181) , la facultad sancionadora de la administración se basó en el Derecho de Policía —antecedente del Derecho Administrativo Sancionador— derivado de que, las autoridades diversas a los tribunales, para sancionar la infracción, se auxiliaban de un cuerpo policial a su mando, quien realizaba diversos actos relacionados con la sanción y/o prevención del ilícito.

La función de policía es una actividad eminentemente de carácter administrativo, inherente a la administración, su efectividad se relaciona con la coactividad y el interés general, es efectiva por su carácter coactivo y de interés general en cumplimiento a los fines del Estado (182) .

La teoría policial derivó de que la policía y la sanción son medios complementarios y dirigidos a fines idénticos, la policía funge como un medio para imponer la sanción, garantizar el cumplimiento de la ley y mantener el orden social.

Las medidas de policía se encaminan a la vigilancia y la seguridad pública, no deben ser consideradas como sanciones propiamente, sino como actividades de seguridad y prevención del ilícito.

No obstante, dicha discusión teórica (183) , en México, el origen y la justificación de la facultad sancionadora de la administración se fundamenta en su regulación en la Constitución General y la ley, lo cual legitima la función sancionadora de la administración y concluye con las discusiones teóricas relacionadas con el Derecho de Policía, entre otras.

En México, el reconocimiento y regulación de la facultad sancionadora de la administración en la Constitución General originó y fundamentó la teoría formal o jurídica del origen y justificación de la facultad sancionadora de la administración, colocándola como la única fuente y núcleo principal de la doctrina y la dogmática jurídica del actual Derecho Administrativo Sancionador Mexicano, dado que la Constitución General y la ley son la única y principal fuente del Derecho.

7.3.2.5.  La función represiva de la administración

El art. 21, tercer y cuarto párrafos de la CPEUM regula el ius puniendi del Estado y sus dos vertientes sancionadoras —penal y administrativa— en México (184) ; es una disposición jurídica de carácter sancionador, otorga el atributo sancionador al Estado, por la cual se justifica su carácter represivo.

El carácter sancionador del tribunal o la administración deriva de su regulación y la necesidad del Estado de garantizar el cumplimiento de la ley mediante la imposición de la sanción.

Por tanto, el carácter represivo de la administración se debe a: i) que la CPEUM regula una facultad encaminada a sancionar o castigar al gobernado, otorgada a entre otros, a la administración, y ii) el art. 21 de la CPEUM es la fuente del ius puniendi estatal, lo cual justifica dicho carácter.

La Constitución General y la ley determinan el carácter sancionador de la función a desarrollar, el órgano competente y el procedimiento; lo cual justifica la actuación sancionadora de la administración; de esa manera el Estado obliga al sujeto a autodeterminarse de tal manera que cumpla con la ley y evite cualquier vulneración a terceros mediante la comisión del ilícito.

El carácter represivo de las vertientes del ius puniendi del Estado se justifica por: su pertenencia a la potestad originaria de castigar, su objeto y finalidad; en ese sentido, el tribunal protege los valores supremos de la persona mediante la imposición de la pena más gravosa —la privación de la libertad—; y la administración protege los bienes de integres público con sanciones más leves —multa u otros—.

Dicha función se complementa con la facultad constitucional de verificación y la necesidad de cumplir —por cualquier medio, sea voluntario o coactivo— con la Constitución General, la ley y los objetivos de la función pública.

7.3.2.6.  La finalidad de la facultad sancionadora de la administración

La finalidad correccional de la facultad sancionadora de la administración se basa en el aspecto regulador del Estado, actuando en su faceta de policía o vigilante (185) , cuya actividad castiga la infracción por el quebrantamiento de la ley.

Por su faceta de policía, el carácter represor de la facultad sancionadora de la administración ofrece un entorno intrínsecamente sancionador como en materia penal; de manera análoga, la administración castiga al sujeto por la comisión de la infracción, impone la sanción respectiva para garantizar el interés público, con ello, dar continuidad a sus fines y aquellos del Estado, reestableciendo el orden jurídico y la prosecución del bien común.

Dicha finalidad funge como un medio de autotutela del Estado previsto en la Constitución General y la ley, con ello, legitima su soberanía, justifica el ejercicio de sus funciones y cumple con los fines establecidos; se justifica desde diversos aspectos:

Desde el aspecto ideológico, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración se justifica en la necesidad de la subsistencia del Estado basada en el interés público, el bien común y la observancia de la ley ante el posible desorden colectivo y el desacato a la ley.

Referente al aspecto corporativo, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración se basa en que la administración es una institución del Estado constantemente relacionada con los ciudadanos; la función sancionadora se complementa con las potestades de regulación y de verificación del cumplimiento de la ley; comprobada la infracción de la ley, tiende a reprimir coactivamente cualquier conducta contraria a la administración y el Estado a fin de preservar el interés público y el orden institucional.

Lo anterior, basado en que la administración, en conjunto con otros órganos, actúa y sirve con objetividad al interés general, conforme a los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración, coordinación y sometimiento a la ley (186) .

Tocante al aspecto histórico, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración se relaciona con la última ratio del ius puniendi del Estado, cuyo propósito históricamente ha sido castigar el ilícito mediante la sanción.

Desde el aspecto social, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración se justifica en que quien gobierna, puede sancionar, lo cual se basa en un criterio de subordinación del sujeto a la ley, garantizando la convivencia social.

Por ello, la administración tiende a sancionar al sujeto, imponiendo su voluntad y conminando al cumplimiento de la ley, lo cual legitima su poder sancionador otorgado por la Constitución General.

Desde el aspecto técnico o sustantivo, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración se justifica en el ejercicio de las atribuciones y facultades sustantivas conferidas por la ley a determinados órganos públicos, entre otras, la función sancionadora.

Por su regulación, funge como un medio que permite a la administración ordenar y obligar al sujeto al cumplimiento de sus determinaciones, de ese modo manifiesta y ejecuta sus actividades sustantivas.

Cuando asume la competencia sancionadora conferida por la Constitución General, la administración determina su actuación sancionadora mediante un procedimiento que concluye con una determinación equiparada a un acto de tipo jurisdiccional y vinculante, como la imposición de la sanción administrativa mediante la resolución respectiva.

Desde el aspecto formal, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración es cumplir, por cualquier medio —voluntario o coactivo— (187)  con la Constitución General y la ley, cuyos ordenamientos son el auténtico fundamento y justificación formal y material de la facultad sancionadora de la administración.

Debido a que la Constitución General y la ley son la fuente formal originaria del ius puniendi del Estado y sus vertientes; son la base que fundamenta el contenido, naturaleza, forma, efectos y alcance del carácter sustantivo de las manifestaciones del ius puniendi estatal.

Desde la postura jurídica o formal, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración es llevar a cabo su ejercicio formal y material en cumplimiento a la Constitución General y la ley, mismas que facultan a la administración a imponer la sancionar conforme a la normatividad aplicable.

La justificación de la finalidad de la facultad sancionadora de la administración, a partir de diversos aspectos deriva del contexto social, histórico, ideológico, corporativo o técnico en que se desarrolla la función administrativa y los fines de la potestad sancionadora. No obstante, para los juristas predomina el aspecto formal, por la importancia de cumplir con el principio de legalidad y sus vertientes.

Por el carácter legalista del Sistema Jurídico Mexicano y su subordinación absoluta y definitiva a la CPEUM y la ley, la finalidad de la facultad sancionadora de la administración en México se justifica desde el aspecto formal, por la necesidad de cumplir con lo previsto en dichos ordenamientos, cuyos documentos son la base originaria y fundamental del Derecho Administrativo Sancionador Mexicano.

7.3.2.7.  Integración de la facultad sancionadora de la administración

La facultad sancionadora de la administración es el derecho de la administración para sancionar (188)  la infracción administrativa, emana de la Constitución General  (189)  y la ley; se integra por cuatro funciones básicas: i) regulación en la ley (190) ; ii) de imposición mediante el procedimiento administrativo sancionador (191) ; iii) de ejecución, y iv) cosa juzgada.

Dicha integración coincide con el interés público que protege la administración, por ser de orden público, es un beneficio para la colectividad y para el cumplimiento de los fines de la administración.

El ejercicio de la facultad sancionadora de la administración está sujeta a diversos requisitos constitucionales y legales como medio para legitimar su actuación, todos regulados en la Constitución General y la ley aplicable, lo cual genera la relación jurídica de la administración y el particular.

La integración de la facultad sancionadora de la administración deriva de la ley, misma que legitima dicha función e impone diversos límites a la actuación de la administración; el legislador ha procurado establecer un conjunto de principios, derechos y garantías aplicables a la función sancionadora para garantizar al particular la seguridad jurídica y el debido proceso en el procedimiento sancionador.






	 (1) 

	Art. 49 de la CPEUM.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Art. 50 de la CPEUM.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	El art. 94 de la CPEUM establece que el Poder Judicial de la Federación se integra por la SCJN, el TEPJF, los Plenos Regionales, TCC, TCA y JD.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Art. 80 de la CPEUM.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Art. 21, tercer y cuarto párrafos de la CPEUM,


	 Ver Texto 




	 (6) 

	El Derecho Sancionador es la rama del Derecho encargada del estudio de la facultad sancionadora del Estado.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	La unidad superior del ius puniendi del Estado es el derecho del Estado para sancionar al sujeto por la comisión del ilícito, también debe entenderse como: el poder punitivo del Estado, la facultad sancionadora del Estado, el poder sancionador del Estado o el ius puniendi del Estado; dicha unidad se manifiesta formalmente en dos vertientes: la potestad punitiva del tribunal y la facultad sancionadora de la administración.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	ANGUIANO ESPINOSA, Griselda, El principio non bis in idem en el Procedimiento Administrativo Sancionador en México, ed. Bosch, México, 2021, p. 277.









OEBPS/images/im0002153600.jpg





OEBPS/content/NcxToHtml.html










































		Autora

		Agradecimientos

		Agradecimiento especial

		Abreviaturas

		Prólogo

		Presentación

		Capítulo I La potestad sancionadora del Estado		1. El poder público

		2. La facultad sancionadora de los órganos públicos

		3. Concepto de potestad sancionadora del Estado

		4. Finalidad

		5. Origen y evolución del ius puniendi del Estado

		6. Antecedentes históricos del ius puniendi en México

		7. Régimen jurídico del ius puniendi del Estado en México





		Capítulo II Derecho Administrativo Sancionador		1. Origen y evolución del Derecho Administrativo Sancionador

		2. Configuración sustantiva del Derecho Administrativo Sancionador

		3. La sustantivación del Derecho Administrativo Sancionador

		4. Derecho Administrativo Sancionador





		Capítulo III El procedimiento administrativo sancionador en la legislación mexicana		1. La garantía del procedimiento

		2. El procedimiento administrativo sancionador

		3. Concepto

		4. Regulación del procedimiento administrativo sancionador en México





		Capítulo IV El procedimiento administrativo sancionador en el Derecho Comparado		1. La importancia del Derecho Comparado
